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PRESENTACIÓN

Luegode la experiencia piloto para la implementación de los Presupuestos Participativos, en el
año 2002, donde nueve regiones llevaron a cabo este proceso gracias al impulso de laMesa de
Concertación de Lucha contra la Pobreza y a la voluntad política del actual gobierno, en el
2003 se abre un proceso participativo que se diferencia de experiencias anteriores debido a su
carácter oficial y obligatorio, en todos losmunicipios y gobiernos regionales del Perú.

El CuadernoDescentralistaN°11 sintetiza el análisis realizado en una primeramirada del pri-
mer año en la implementación del presupuesto participativo a nivel nacional, a través del reco-
jo de información, análisis y observación en once regiones del Perú, a propósito del proceso de
descentralización iniciado en el 2002.

¿Cómo se organizó este proceso participativo para la programación del presupuesto de los
gobiernos regionales seleccionados?, ¿cuáles fueron sus tensiones en la relación gobiernos re-
gionales y la sociedad civil que fue parte de él?, ¿cuáles fueron las características de los aportes
de la ciudadanía?, ¿cuáles fueron sus principales limitaciones?, ¿quiénes formaron parte del
proceso y quiénes no?
Y finalmente, ¿cómo sedefinen los diversos enfoquesdedesarrollo? y ¿cómo son los presupues-
tos anuales que se han generado en este proceso?

Buscando respuestas a estas interrogantes, Jose LopezRicci y ElisaWiener, delGrupoPropues-
taCiudadana, han conducidouna sistematizacióndeprocesos regionales enAncash,Arequipa,
Cajamarca, Cusco, Huancavelica, Ica, Junín, La Libertad, Piura, San Martín y Ucayali, y que
tuvieron lugar durante el año 2003, para la elaboración concertada y participativa de los pla-
nesdedesarrollo y los presupuestos anuales del año 2004. ManuelDammert yEduardoO´Brien
contribuyeron a este esfuerzo con el análisis de los planes de desarrollo y los presupuestos
anuales resultantes de estos procesos.

De esta manera, entregamos para la reflexión un texto que tiene como eje temático central las
diversas formas y estilos de participación en este proceso, así comounamuestra de la heteroge-
neidad en los niveles de compromiso y voluntad, tanto en las autoridades como en la sociedad
civil. Una mirada que fija su atención en las agendas, los intereses y las estrategias que estos
actores regionales aportan, y que en parte se expresan en los productos y resultados de este
proceso participativo.

El texto que ahora presentamos es una síntesis del documento de sistematización, que será
posteriormente publicado en su totalidad. Incluimos también un breve pero sustancioso texto



de Eduardo Cáceres que permite contextualizar nuestra aproximación a los planes concerta-
dos de desarrollo y los presupuestos participativos desde una perspectiva de derechos.

Esperamos que su conocimiento, análisis y debate contribuya a unamejor comprensión de
las virtudes y las limitaciones de los procesos observados y �sobre todo- a la formulación de
alternativas normativas y de estrategias de acción desde la propia sociedad civil para superar
los problemas de exclusión que siguen vigentes, para construir escenarios cada vezmas favo-
rables al ejercicio del derecho a la participación por aquellos a los que siempre se les ha nega-
do presencia en las grandes decisiones nacionales.



Participación ciudadana desde un enfoque
de derechos

EDUARDO CÁCERES VALDIVIA





Participación ciudadana desde un enfoque de
derechos,: tal es el tema en torno al cual he
sido invitado a compartir algunas reflexiones
con ustedes.

Y si bien es cierto que lo quemehanpedi-
do es una aproximación conceptual al tema,
no tendría sentido hacerla sin tener perma-
nentemente en cuenta algunos aspectos
cruciales de la situacióndel país (e inclusodel
mundo).

En primer lugar, la profunda crisis
institucional en la que estamos inmersos. Cri-
sis que vamuchomás allá de los avatares del
presidente y del gobierno, comprometiendo
las perspectivas globales de la llamada "tran-
sición democrática". En segundo lugar, las
dimensiones y permanencia en el tiempo de
la pobreza y pobreza extrema que afectan a
más del 50% de las personas, siendo mucho
mayor la incidencia de este factor en las re-
giones de las cuales proceden la mayoría de
ustedes. En tercer lugar, la carencia de rum-
bo estratégico en el terreno de las grandes
políticas económicas y sociales lo cual lleva a
que demanera inercial se reproduzca el mo-
delo tradicional de desarrollo, exportador y
rentista, de limitada productividad, subordi-
nado a las demandas primarias del mercado
mundial, con resultados focalizados y
excluyentes que agravan la desigualdad.

Por último, sin que esto sea lomenos im-
portante: todo esto sucede en un mundo
unipolar, fragmentado e inestable en el cual
todo lo que sea dicho a continuación sobre

los derechos �que tuvieron un segundo apo-
geo en la década pasada� se encuentra
relativizado cuando no amenazado.

Comencemos por algunas cuestiones en
torno a la llamada perspectiva de derechos.
En el marco de las discusiones contemporá-
neas sobre desarrollo, ganó terreno en la dé-
cada de 1990 la idea de corregir las limitacio-
nes y errores de las propuestas de moderni-
zaciónproductivistas introduciendouna con-
sideración fuerte sobre los derechos. Según
parece los pioneros en esto fueron unos aus-
tralianos que se plantearon el tema a partir
de una evaluación crítica de la ayuda inter-
nacional para el desarrollo (Human Rights
Council of Australia, 1995 y 1998).

Sin embargo se pueden detectar otras
fuentes en el perfilamiento de esta visión. En
primer lugar, la adopción en 1986 de la De-
claración en torno al Derecho al Desarrollo,
promovida por los países en vías de desarro-
llo, y que establecía un vínculo fuerte entre
Desarrollo y Derechos, tal como se explicita
en el artículo 1 de lamisma: (las personas tie-
nen) "el derecho a participar en un desarro-
llo económico, social, cultural y político en el
que puedan realizarse plenamente todos los
derechos humanos y libertades fundamenta-
les". Los avances en recuperar la visión inte-
gral de los Derechos Humanos, afirmada en
laDeclaraciónUniversal (1948) y diluida lue-
go en los añosde la guerra fría, también apun-
taló esta tendencia a una mayor integración
entre derechos y desarrollo.
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En segundo lugar, la perspectiva de de-
rechos "está inspirada por movimientos au-
tónomos tales como los de las mujeres, los
campesinos sin tierra, los pueblos indígenas
... miriadas de luchas sociales, culturales y
políticas tanto en el norte como en el sur"
(RosalindEyben, 2003). Esto esparticularmen-
te importante para nosotros, dado que en
nuestra sociedad este componente ha sido el
de mayor importancia en la construcción de
unmarco protectivo de derechos.

En tercer lugar, la perspectiva de dere-
chos se vincula con el tránsitodel clientelismo
a la ciudadanía, proceso sistematizado a par-
tir de la experiencia de las democracia occi-
dentales (por teóricos como Robert Dahl,
Sartori, Marshall, entre otros) y que ha co-
menzado a ser utilizado como marco
interpretativo y normativo entre nosotros (en
este terreno sigue siendo fundamental el tra-
bajo de Sinesio López al respecto).

Siendo estas las fuentes, ¿en qué consiste
una perspectiva de derechos?

Según la Oficina del Alto Comisionado
para los Derechos Humanos se trata de "un
marco conceptual para el proceso de desa-
rrollo humanoque está normativamente fun-
dado en los estándares internacionales de
derechos humanos y operativamente dirigi-
do a promover y proteger estos derechos" ...
Incluye los siguientes elementos: expresa vin-
culación con los derechos; rendiciónde cuen-
tas; empoderamiento; participación; no dis-
criminación y atención a grupos vulnerables"
(citado por Stephen Marks, 2003, p. 6). Vale
la pena explicitar dos características más:
universalidad e indivisibilidad.

De acuerdo a Stephen Marks las conse-
cuencias de asumir esta perspectiva no son
meramentedeclarativas: "Desdeunaperspec-
tiva de derechos humanos, los objetivos del
desarrollo deben ser vistos como habilitacio-
nes (entitlements), o comoderechos que pue-
den ser legítimamente reclamados por los in-
dividuos, portadores de derechos, contra los
correspondientes portadores de obligaciones,
tales como los estados y la comunidad inter-
nacional" (Marks, 2003, pp. 12-13).

En última instancia, una perspectiva de
derechos, entendiendo que estos tienen una
dimensiónmoral además de la evidente con-
notación jurídica, reintroduce la ética en la
teoría y la práctica del desarrollo (Denis
Goulet, 1999; Amartya Sen, 1999). Se trata
de la interpretación normativa de un princi-
pio filosófico: la libertad humana es tanto el
fin como el principal medio del proceso de
desarrollo (el título de la obra más conocida
de sen al respeto lo sintetiza:El desarrollo como
libertad).

Cómoveremos luegoestoplatearáexigen-
ciasmuyprecisas a lo que se haga comodesa-
rrollo o comoparticipación (entendiendo esta
comouna concreción de la libertad política).

Hasta aquí algunas ideas fundamentales
sobre los derechos en general, volveremos al
tema al tratar la definición y alcances de la
participación.

Peroantes esnecesarioque retomemosun
aspecto que ha sido mencionado al paso: la
conexión entre derechos y ciudadanía. Para
eso les propongo examinar juntos una sínte-
sis del asunto recientemente puesta en circu-
lación (Andrew Altman, 2003). De acuerdo
a ella un rasgo central de la ciudadanía es la
participación plena y adecuada en la discu-
sión pública y la toma de decisiones. Junto a
ello, la ciudadanía implica que la persona tie-
ne garantizada su independencia moral, es
decir la habilidad de decidir acerca de senti-
dos y valores para la propia vida y la posibili-
dad de vivir de acuerdo a ellos. Autonomía
pública y autonomía privada (los términos
vienen de la obra de Jurgen Habermas) son
lasdosdimensionesde la ciudadanía, descan-
san sobre lo que John Rawls ha identificado
como los dos poderes morales básicos de la
persona: la capacidad de tener un sentido de
justicia y la capacidad de tener una concep-
ción de lo bueno. Lo interesante a notar que
es que al autor de esta síntesis concluye seña-
lando: "Una persona es reconocida como un
ciudadano igual cuando la sociedad y el sis-
tema político da un peso igual y suficiente al
interés que cada uno tiene en el desarrollo y
ejercicio de estas capacidades".
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Los derechos son entonces las garantías
indispensables para una vidamoral, es decir
orientada por criterios de justicia y alguna
noción de lo que es bueno. Los derechos, sin
que esto signifique negar que tienen valor in-
trínseco, tienen también un valor instrumen-
tal, son garantías para poder vivir una "vida
buena" y justa. Aún cuando sea una reduc-
ciónesposible remplazar estaúltima frasepor
el término "bienestar". Losderechos son�tam-
bién, aunque no sólo eso� garantías para el
bienestar. La participación, en tanto derecho,
ha de ser una garantía de bienestar. Como
veremos luego esto introducirá una conside-
ración fuerte en términos de resultados indi-
viduales y sociales al momento de valorar la
vigencia o ejercicio del derecho en cuestión.

Volvamos ahora a los derechos y en par-
ticular a la participación en tanto derecho. Y
lo primero que quisiera remarcar es que aquí
el "en tanto" es crucial. Se puede hablar de la
participación como metodología o como es-
trategia, en ambos casos se alude a un uso
instrumental y discrecional del término. Ha-
blar de la participación "en tanto" derecho le
otorga algunas características al término: va-
lor intrínseco y prioridad, entre otras.

Haydiversasmaneras de agrupar los de-
rechos, que comoes sabido, aparecen enume-
rados sin ninguna clasificación, menos aún
jerarquización, en la Declaración Universal
de 1948. A mi manera de ver la menos reco-
mendable es la que diferencia "tres genera-
ciones" de derechos: civiles y políticos, eco-
nómicos y sociales, solidarios. Esta clasifica-
ción es tardía (aparece en la década de 1970),
artificial y engañosa.Más pedagógico puede
ser hablar de "familias" de derechos, según
temas: derechos a la seguridad, a la libertad,
a la participación política, al debido proceso,
a la igualdad, al bienestar (James Nickel,
2003). Los derechos participativos suelen ser
identificados con diversas actividades públi-
cas: expresarse, reunirse, protestar, organizar-
se, votar, ejercer cargos. Esta visión no deja
de ser excesivamente occidental. Es por ello
útil examinar otras corrientes. La Carta Afri-
cana de Derechos Humanos, por ejemplo,
define el derecho a participar (artículo 13)

tanto en relación a la participación política
propiamente dicha (incisos a y b) como en
relación a los accesos individuales, en estric-
ta igualdad de condiciones, a la propiedad y
servicios públicos (inciso c). Una vezmás nos
encontramos con la relación entre participa-
ción y "bienestar".

En relación con los derechos a la partici-
pación, está largamente superada en la teo-
ría almenos, la visión que los confina al ejer-
cicio periódico del voto (Nancy Thede, 1996).
Los derechos a la expresión, asociación y
manifestación libres no se circunscriben a las
elecciones. Tienen que ver con todos los pro-
cesos dedeliberación ydecisión que constitu-
yen el cotidiano quehacer político. Tal como
señala Henry Steiner, es particularmente re-
levante la idea de "tomar parte": "esta expre-
sión apunta más allá de las elecciones a una
nociónmás expansiva que incluye una socie-
dad civil fuerte capaz de influir
significativamente en la política pública. La
expresión "tomar parte" subraya el carácter
programático de la participación. Aun cuan-
do estuviese adormecido o prisionera en un
ambiente hostil, la norma es un estímulo con
potencial subversivopara la protesta" (Henry
Steiner, 1988, 136).

Las libertades civiles (opinión, reunión,
organización) son cruciales en tanto garanti-
zan la libertad de agencia de los ciudadanos.
Su valor, sin embargo, no deja de ser instru-
mental a objetivosmayores, tal como ha sido
señalado. Y para que esto funcione son
cruciales los aspectos institucionales. Con lo
cual quiero referirme no sólo a los arreglos
institucionales políticos sino también a los
arreglos institucionales económicos.

Para entendermejor el lugar de los dere-
chos a la participación al interior de unapers-
pectivadederechospuedensermuyútilesdos
nociones similares: la noción de "meta-dere-
cho" (propuesta por Amartya Sen [1984]) y
la de "derecho básico" (elaborada por Henry
Shue [1980]). La primera alude a que existen
derechos que nos habilitan para reclamar
políticas que atiendan nuestros derechos en
general. Es decir, no sólo tenemos derecho a
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la salud o la educación, sino que tenemos de-
rechos a reclamar políticas que atiendan es-
tos derechos. La segunda propuesta lleva a
definir como "derechobásico" aquél cuyodis-
frute es esencial para el disfrute de todos los
demás derechos. Esto no establece ninguna
jerarquía entre los derechos, simplemente es-
tablece un orden lógico al interior de una vi-
sión integral y lleva a concluir que «si un de-
recho es auténticamente básico, todo intento
de disfrutar cualquier otro derecho sacrifi-
cando el derechobásico será literalmente con-
traproducente, como cavarseuna fosa" (Shue,
1980, p. 20).

Una expresión bastante adecuada es la
de identificar el derecho a laparticipación con
el hecho de tener "la voz decisiva" en los pro-
cesos políticos (Human Rights Council of
Australia, 1995). Esto hace la diferencia en-
tre la participación como derecho y la parti-
cipación como metodología o estrategia. La
distinción principal es que la participación
comoderechoproponedemandasdefinitivas
a los responsables de las obligaciones, la par-
ticipación tiene carácter vinculante. Siguien-
do la reflexión de los australianos, hay que
afirmar que la esencia de la distinción reside
en el control, palabra definida como "poder
de dirigir"; "ejercer influencia autoritaria o
dominante sobre"; "ejercer restricción odirec-
ción sobre".

La participación entendida como control
no puede confundirse fácilmente con
"involucrado", "consultado", "apoderado" o
aún "pertenencia". Preguntar quién tiene el
control, autoridad, o dirección sobre la políti-
ca o las políticas es una cuestiónmuchomás
compleja que la de preguntar quién está
involucrado o apoderado por ella. También
lleva a respuestasmás significativas.

Vale la pena recordar algunas de las ca-
racterísticas de la participación en el marco
de una visión basada en derechos. Tal como
lo mencionan diversos documentos (por
ejemplo el preámbulo de la Declaración so-
bre el Derecho al Desarrollo [1986]), la parti-
cipación ha de ser "activa, libre y significati-
va". Estas calificaciones sugieren, en primer

lugar, que la participación no puede ser im-
puesta a las personas. En segundo lugar, la
participaciónactivay significativa suponeque
el proceso se dirige a un lugar determinado;
su significado deriva, al menos en parte, de
lo que se logra. Volvemos a la conexión entre
participación y bienestar, de la cual no pue-
de estar ausente una consideración seria en
relación a la cultura. Tal como señaló John
Dewey (1939) la libertad tiene escaso valor
para los individuos al margen de las opcio-
nes de vida y elecciones significativas que le
provee su cultura particular.

Tratandode concretizar estas reflexiones
me atrevo a sugerir algunos criterios que po-
drían ayudarnos a promover demanera efec-
tiva la participación como derecho:

1. La participación debe ser vista comouna
relación vinculante entre ciudadanos y
autoridades, parte de un "compacto" que
incluye la transparencia, la rendición de
cuentas, la equidad y la no discrimina-
ción. En ningún caso la participación
puede ejercerse lesionando cualquiera de
estos otros criterio.

2. La discusión pública asume de manera
explícita como su marco normativo el
marco de los derechos reconocidos uni-
versalmente. Esto implica que unadiscu-
sión bien informada supone procesos de
informacióny formaciónque incluyen los
derechos.

3. La discusión pública y las decisiones que
de ella resultan asumen la igualdadde las
personas como criterio básico y el respeto
de su autonomía.

4. En las decisiones concretas que se pro-
muevan o se tomendeberá incluirse de la
manera más explícita posible la referen-
cia a los derechos en juego en esa deci-
sión, tanto los que son promovidos o be-
neficiados por ella como los que pudie-
sen ser afectados.

5. Las decisiones deben guiarse por el crite-
rio de favorece absolutamente a aquellos
que esténmás privados de sus derechos.
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Esto tiene incluso prioridad sobre consi-
deraciones "bienestaristas", es decir que
se refieren al bienestar de todos o de una
parte de la sociedad.

Estoúltimo esparticularmente importan-
te en el contexto de una sociedad empobreci-
da, desigual ymarcada por exclusiones. Jus-
tamente porque sonuniversales, los derechos
priorizan a aquellos que están más alejados
de los estándares. Y los prioriza no sólo como
individuossinocomomiembrosdegruposque
comparten "desventajas sistemáticas" (Will
Kymlicka, 1994, p. 25).

Esto último lleva a un problema crucial
cuya desatención puede estar llevando a que
las experiencias de participación languidez-
can (este peligro no se circunscribe al Perú,
tal como analiza James Putzel en un trabajo
reciente [2004]). Es el asunto de los "arreglos
institucionales" globales en el marco de los
cuales se desenvuelven las experiencias
participativas. Tanto los arreglos políticos
como los económicos. Y en particular estos
últimos. No hay amenazamás seria a los de-

rechos que la desigualdad tal como señala
Arjun Sengupta, experto sobre Derecho al
Desarrollo enNacionesUnidas:

"Aunque no esté claramente identifica-
do comounprincipiopermanente en los
instrumentos de derechos humanos, la
motivaciónde lavisióndeldesarrolloba-
sado en derechos no es otra que la pro-
tección de los que están peor, los más
pobres y losmás vulnerables. En teoría,
esto podría ser visto como una aplica-
ción del principio rawlsiano de la Dife-
rencia que requiere maximizar las ven-
tajas de los que están peor sin importar
cómoafecte lasventajasde losotros. Esto
podría ser visto también como el princi-
piomínimode equidad, sobre el cual no
debería ser difícil establecer un consen-
so universal. La pobreza es la peor for-
ma de violación de los derechos huma-
nos y naturalmente es el blanco de cual-
quier programa para realizar los dere-
chos humanos sobre la base de la equi-
dad y la justicia" (Sengupta, 2002, 884)
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INTRODUCCIÓN

Losprocesosdeelaboración, formulación,
aprobación y puesta en ejecución de los pla-
nes regionales, así como de los presupuestos
participativos, son una posibilidad de cons-
truir herramientas de gestión pública inno-
vativas, eficaces e inclusivas para el desarro-
llo territorial. El reciente marco normativo
descentralista ha oficializado este proceder,
convirtiendo su implementación en una acti-
vidad obligatoria para los gobiernos regiona-
les y locales en todo el país.

Para muchos, resultaba previsible la ini-
cial falta de interés y convicción que han
mostrado las autoridades subnacionales elec-
tas, con esta nueva responsabilidad. Convie-
ne recordar que en el año 1992 el ex presi-
dente Fujimori eliminó el Instituto Nacional
de Planificación (INP), argumentando la pre-
sunta primacía que debían tener las fuerzas
del mercado para el ordenamiento y asigna-
ción de prioridades en la función pública. La
actividad planificadora, por anacrónica y so-
cializante�según la justificacióndelgobernan-
te de entonces�, dejó de ser una práctica re-
gular en las distintas instancias del Estado.

Si bien en la última década se generaron
algunas valiosas experiencias del planea-
miento local, sobre todo a escala distrital, son
pocos los casos donde la participación ciuda-
dana derivó en presupuesto participativo.
Cabe resaltar que existe un antecedente in-
mediato y extendido como el de los Planes
Departamentales deDesarrollo Concertados
(PDDC), que promovió el gobierno actual el

2002, a través del Ministerio de Economía y
Finazas (MEF), los Consejos Transitorios de
Administración Regional (CTAR) y la Mesa
de Concertación para la Lucha contra la Po-
breza (MCLCP). En esemarco, se elaboraron
25PDDCy calificaron 9departamentos como
"experiencia piloto" para realizar la progra-
mación participativa del presupuesto públi-
co. Sin embargo, toda esta importante expe-
riencia acumulada de planeamiento, partici-
pación y concertación no logró institucio-
nalizarse ni alcanzar la legitimidad requeri-
da para asegurar el compromiso de las fla-
mantes autoridades y de las organizaciones
de la sociedad civil, para su continuidad y
profundización.

La descentralización es una reforma sus-
tantiva del Estado que comprende el traslado
deatribucionesyresponsabilidadesdelgobier-
no nacional, a los gobiernos subnacionales
constituidos, para favorecer el desarrollo te-
rritorial. Si bien implica cambios en la organi-
zacióny funcionamientode la administración
pública, es sobre todounareformapolíticaque
busca alterar significativamente la redistribu-
ción del poder en el país y los términos de la
relación del Estado con la sociedadmediante
la apertura a espacios de toma de decisiones,
acceso a informaciónpública y establecimien-
to demecanismosde control de la gestiónpú-
blica.Descentralizaciónyparticipación ciuda-
dana, en ese sentido, resultan consustáncia-
les. La descentralización como política de Es-
tado, además, es un objetivo cuya realización
es demediano y largo plazo y que, por lo tan-
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to, requiere de actores políticos y sociales con
esa amplituddeperspectivas.

La actual descentralización, la novena en
nuestra historia republicana, ha incorporado
el componente participación ciudadana de
manera significativa, generandodiversas ins-
tancias participativas de cogestión pública y
de control ciudadano entre las que se encuen-
tran los Consejos de Coordinación Regional
(CCR), los Consejos de Coordinación Local
(CCL), así como provincial y distrital, y las
audiencias públicas. También se ha incorpo-
rado el componente participativo en los pro-
cesos de planeamiento concertado y progra-
mación presupuestal. Todas estas instancias
y procesos han adquirido un carácter oficial
y son de implementación obligatoria por las
autoridades regionales y locales.No obstante
el señalamientode algunas restricciones, para
la sociedad civil estemarco normativo resul-
ta un avance importante.

Los temas de planeamiento del desarro-
llo y programación presupuestal son de la
mayor relevancia para la gestión pública de
las regiones. Ambos guardan una estrecha
interrelación. En los planes de desarrollo se
define la región que se quiere ser a partir de
las principales vocaciones y potencialidades
existentes en tales territorios. En elpresupues-
to participativo, por su parte, se establece
cómo orientar el gasto público, de lo asigna-
do para inversión del gobierno regional, de
acuerdo con los criterios de prioridad y en
función del escenario futuro establecido con-
certadamente en el plan.

Optar por enfoques y definir prioridades
implica, por consiguiente, que este proceso

deba ser visto y asumido como una arena de
acuerdos y conflictos, de concertación y pug-
nas, entre los distintos actores estatales y so-
ciales que se involucran en dicho proceso.

Si siempre es importante revisar los pa-
sos dados para podermejorar los siguientes,
lo esmás aún en este camino, largo e incierto,
de la descentralización del país que compro-
mete objetivos cuya realización implica pers-
pectivas demediano y largo plazo. El Grupo
PropuestaCiudadana (GPC), con este propó-
sito, se planteó analizar 11 experiencias de
gobiernos regionales, para sacar lecciones so-
bre lo actuado en el primer añode implemen-
tación oficial de planes concertados y presu-
puestos participativos (Piura, Cajamarca, La
Libertad,Ancash,Ucayali, SanMartín, Junín,
Huancavelica, Ica, Arequipa y Cusco). En
cada uno de estos casos regionales, a través
de un consultor de la región, se elaboró un
informe de dichas experiencias consideran-
do la información recogida mediante focus
group y entrevistas a participantes de este
proceso. De igual modo se recogió informa-
ción relevante para el análisis del proceso,
como actas, relación de participantes, planes
aprobados y listados de los proyectos pro-
puestos y priorizados.1

Basado en los informes de dichas regio-
nes, el GPC efectuó un análisis comparativo
para identificar algunas tendencias genera-
les sobre tres ejes temáticos: los planes de de-
sarrollo regional, el rol de los actores en el
marco de la metodología propiciada por el
Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) y
los proyectos priorizados en los presupuestos
participativos regionales.2

1 Los consultores que estuvieron a cargo de los informes fueron: Carlos Chevarria (Arariwa, Cusco), César Alva
(CEDEPAS, La Libertad), Juan Sánchez (CEDEPAS, Cajamarca), Federico Gamarra (Atusparia, Ancash), María
Semino (CIPCA, Piura), Selene Torres (Flora Tristán, Junín), Gustavo Echegaray (CEDEP, Ica), Noel Abarca y
Juan José Velille (CEDER y Desco, Arequipa), Rómulo Antúnez y Víctor Hugo Yancaya (CEPES, Huancavelica),
Luis Alberto Prettel (CEAS, San Martín) y Amado Enco (CAAP, Ucayali).

2 Los documentos aludidos son: "Los planes departamentales y el desarrollo territorial descentralizado" (Manuel
Dammert); "Balance de los procesos de planeamiento y presupuesto participativo regional 2004 en 11 regio-
nes del Perú. Lecciones y tensiones de una historia que recién empieza" (José López Ricci y Elisa Wiener
Bravo); "Presupuestos participativos regionales: Enfoques, consistencias y recomendaciones" (Eduardo O�Brian),
que fueron presentados en el VIII Foro Descentralista.
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Estos documentos si bien tienen caracte-
rísticas diferentes, en tanto se plantean dis-
tintas entradas de análisis a dimensiones que
son parte de un mismo proceso, hemos bus-
cado sintetizar los principales aspectos críti-
cos trabajados en estos documentos. Y está
dirigida a los que fueron parte del proceso
participativodeplaneamiento y la programa-
ciónpresupuestal en sus respectivas regiones,
en particular los de la sociedad civil, a fin de
propiciar que se afirmen en los avances lo-
grados y que reparen en las deficiencias y
vacíos que se han registrado. Por otro lado,
también va dirigido a aquellos que aun no se
han involucrado, para motivarlos a que se
sumen a este complejo reto a sabiendas de las
potencialidadesydebilidadesque esteprimer
año de experiencia nos presenta. A todos no-
sotros nos correspondeuna contribuciónmás
significativa en la construcción de estos im-

portantes instrumentos de gestión para el
desarrollo regional, para de esemodo confir-
mar que la sentida aspiración descentralista
es viable y aclarar las sombras que acechan
su realización.

La presente publicación está estructura-
da en seis partes. En la primera presentamos
brevemente el marco normativo planteado
para esta experiencia. En la segunda se revi-
san críticamente los enfoques y visiones de
desarrollo de los planes regionales. En la ter-
cera analizamos el proceso a través de los
actores involucrados. En la cuarta se pasa
revista al producto final del proceso: el pro-
grama de inversión regional. En la quinta
parte se comenta el nuevo InstructivoMEF.
Finalmente, y a modo de colofón, se plan-
tean algunas conclusiones y recomendacio-
nes centrales.
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I
ELMARCONORMATIVO

En la reforma constitucional se consigna
como segunda competencia del gobierno re-
gional, el "formular y aprobar el plan de de-
sarrollo regional concertado con las munici-
palidades y la sociedad civil" (Ley de Refor-
ma Constitucional, artículo 192). Por otra
parte, en la Ley de Bases de la Descentraliza-
ción se establece que los planes y presupues-
tos participativos son considerados "de carác-
ter territorial y expresan los aportes e inter-
venciones tanto del sector público como pri-
vado, de las sociedades regionales y locales y
de la cooperación internacional." (artículo 18,
inciso 2). Mientras en la Ley Orgánica de
GobiernosRegionales, se indica que la formu-
lación y aprobación de los planes regionales
debiera ser producto de una concertación
entre las autoridades regionales con las mu-
nicipalidades y la sociedad civil, ratificando
esta competencia de los gobiernos regionales
(artículo 9, inciso b). La responsabilidadprin-
cipal del proceso, según el marco normativo
descentralista, recayó formalmente en los go-
biernos regionales y locales.

En la Ley de Bases de la Descentraliza-
ción (artículo 19, inciso 1) se encarga al MEF
la formulación de directivas anuales que re-
gulen la aprobación, formulación, aprobación,
ejecución y control de los presupuestos, res-
petando las competencias de cada nivel de
gobierno, en el marco del Sistema Nacional
de Inversión Pública (SNIP). La formulación
participativa de los presupuestos regionales
2004 contó con normas emitidas por elMEF,
en particular por la Dirección Nacional de

Presupuesto Público, el órgano público res-
ponsable del sistemade gestiónpresupuesta-
ria del Estado.

El 22 de mayo del 2003, el MEF emite el
"Instructivo para la Programación Participa-
tiva del Presupuesto en losGobiernos Regio-
nales y Gobiernos Locales para el año fiscal
2004" (R.D. 020-2003-EF/76.01). En dicha
norma se proponía una secuenciametodoló-
gica de 8 pasos, con el fin de decidir de ma-
nera participativa y concertada el planea-
miento y programación presupuestal de di-
chos niveles de gobierno:

1. Determinacióndequiénesparticiparánen
el proceso con voz y voto en la toma de
decisiones de ésta.

2. Convocatoria al proceso, a cargo del go-
bierno regional,mediante losmecanismos
de comunicación que estime conveniente
y la inscripciónde los agentes participan-
tes en el Libro de Participantes.

3. Taller informativo organizativodonde se
informa acerca del proceso de programa-
ción participativa y se presenta una sín-
tesis de la gestión presupuestaria del go-
bierno regional en el primer trimestre del
2003. En este taller también se identifican
y priorizan los problemas, se presenta
para su discusión la visión del desarrollo
y los objetivos estratégicos, y se validan
los criterios propuestos en el Instructivo
para la priorización de los gastos de in-
versión.
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4. Los gobiernos regionales constituyen un
equipo técnico, convocando a represen-
tantesde losmunicipios provinciales yde
la sociedad civil, que asume el trabajo de
evaluación técnicade lasposibles solucio-
nes y su concreción en proyectos en base
a lo aprobado en el primer taller;

5. Taller deliberativo, donde se pone en co-
nocimiento y se discute la propuesta ela-
boradapor el equipo técnico, sobre labase
de lo recogido en el taller organizativo,
para someterla a votación.

6. Trabajo técnico sobre lo aprobado en el
segundo taller, dirigido a elaborar un in-
forme que contenga un resumen ejecuti-
vo y los detalles de los acuerdos que será
remitido al Consejo Regional.

7. Formalizaciónde los acuerdos a travésde
la aprobación final por el Consejo Regio-
nal. Dichodocumento debe ser puesto en
conocimiento de la colectividad regional

por los medios que el gobierno regional
estimepertinente;

8. Transparencia y control por parte de la
comunidad, que implica la puesta en co-
nocimientode toda la comunidad, dema-
nera oportuna y adecuada, del proceso
participativo y sus resultados.A la comu-
nidad en general y a las organizaciones
que la representan, se les considera vigi-
lantes del cumplimiento de los acuerdos
y la evaluación de lo ejecutado.

La propuestametodológica delMEF fue
planteada comouna referenciaque losgobier-
nos regionales podían adecuar a su propia
realidad. Las características de cómo se im-
plementó el proceso de planeamiento y pro-
gramaciónpresupuestal, estuvoen funciónde
las valoraciones que las diferentes autorida-
des regionales le atribuyeron a sus objetivos;
enparticular, al componenteparticipativo. En
cada región, como toda la descentralización,
tal proceso adquirió características y resulta-
dos distintos.
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II
LOS PLANES DEPARTAMENTALES Y EL DESARROLLO

TERRITORIALDESCENTRALIZADO

1. Antecedentes del planeamiento
regional, departamental y local

El planeamiento regional y departamen-
tal, en un país con fuerte tradición centralis-
ta en la organización de la sociedad y la es-
tructura del Estado, ha sido ocasional. El Es-
tado del Perú es, desde los inicios de la Repú-
blica, unEstado empírico, como lo denominó
Basadre. Uno de los grandes temas de las re-
formas públicas, desde los años treinta, fue
pasar de un Estado empírico a otro con capa-
cidadesdeprevisiónyplaneamiento. Será con
la formación del InstitutoNacional de Plani-
ficación (INP), en los años sesenta, que el Es-
tado intenta asumir esta función básica para
el desarrollo de la nación.

La función estatal de planeamiento ha
estadomarcada por la pugna entre el centra-
lismo y las exigidas reformas descentralistas,
lo que ha tenido un viraje sustantivo ante los
desafíos de unanueva insercióndel país en el
mundoglobal. Es posible señalar sus grandes
temas en las cuatro últimas etapas.

a) Durante los años 1980-1992. Son los
años de la reforma descentralista más ambi-
ciosa del siglo XX. En estos años se abre una
sustantiva reflexión acerca de la espacialidad
delPerúy susposibilidadesdedesarrollo, con
las tesis geopolíticas, geoeconómicas, ecoló-
gicas y administrativas, para formar regiones.
Prima el criterio sociohistórico y político.

b) Durante los años 1992-2000. Son los
añosdel Estado autocrático y suorganización
hipercentralista, con el fin de que los sectores
ministeriales se organicen en todo el país,
como vía de acceso a servicios y atención por
el poder. En estos años, empiezan a formu-
larse en el planeamiento dos enfoques: el te-
rritorial y autonómico con impulso en diver-
sas localidadesy redesdescentralistas, susten-
tado en funcionarios calificados de la admi-
nistración pública en asuntos regionales y
urbanos;yel situacionalyvisionario,quecons-
truye el plan desde las demandas del sujeto
social, y que desde las corporaciones priva-
das, que lo diseñan como herramienta com-
petitiva para posicionarse en el mercado, es
trasladado mecánicamente al planeamiento
territorial.

c)Durante los años 2000-2004. Estos son
los años del derrumbe de la autocracia y los
primeros impulsos a la transición democráti-
ca. Se avanzan tres propuestas y estudios al
respecto. El enfoque situacional, el territorial
y el autonómico, y algunos reactualizan el
enfoque normativo anterior del INP en fun-
ción de la localización física de la inversión.

Pese a esta riqueza de perspectivas, no se
ha generado un debate serio ni se ha propi-
ciado una capacitación adecuada, más bien
se han creado barreras artificiales, hundien-
do en compartimentos estancos documentos
que son de gran utilidad para todos los pro-
cesos de planeamiento.
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2. Competencias de los gobiernos
regionales y los planes de desarrollo

Para los gobiernos regionales, el año 2003
ha sido de organización de sus funciones y
recursos. Su actuación como nivel de gobier-
no se basa en un proceso de transferencia de
competencias organizada desde la discrecio-
nalidad del poder, y en asignaciones de in-
gresos insuficientes a los que se añaden asig-
naciones virtuales como las privatizaciones y
las reducciones de exoneraciones.

La Ley de Bases de la Descentralización
señala la competencia regional de formular y
aprobar el Plan deDesarrollo Regional Con-
certado, con las municipalidades y la socie-
dad civil. Asimismo, precisa las atribuciones
para regular y otorgar las autorizaciones, li-
cencias y derechos sobre los servicios de su
responsabilidad.Dispone que el Poder Ejecu-
tivo elabore y apruebe los planes nacionales
y sectoriales de desarrollo, teniendo en cuen-
ta la visión y orientaciones nacionales y los
planes de desarrollo de nivel regional y local,
que garanticen la estabilidadmacroeconómi-
ca, en concordancia con los planes de desa-
rrollo concertados. La planificación ypromo-
ción del desarrollo deben propender y opti-
mizar las inversiones con iniciativa privada,
la inversión pública con participación de la
comunidad y la competitividad a todo nivel.
Los presupuestos de los gobiernos regionales
y locales se formulan y ejecutan en concor-
dancia con los planes de desarrollo concerta-
dos. Los presupuestos de inversión se elabo-
ran y ejecutan en función de los planes de
desarrolloy losprogramasde inversiones con-
certados, sujetándose a las normas técnicas
del Sistema Nacional de Inversión Pública

(SNIP), que no ha sido objeto de descentrali-
zación.

Los gobiernos regionales tienen a su car-
go, entre otros, la elaboración y aprobación
de nueve planes y programas adicionales al
Plan deDesarrollo Concertado3 .

3. Los planes y la gestión estratégica
del desarrollo regional

Los 11 planes objeto de análisis tienen
diferentes metodologías, no parten de una
misma base de datos e información estanda-
rizada y sus propósitos no son iguales para
todos. En estas disparidades tienemuchoque
ver que las formulaciones de los planes sean
un mandato genérico de la ley, que las nor-
mas legales sustantivas se formulen en forma
paralela y posterior como la ley dedescentra-
lización fiscal o el Decreto Supremo sobre je-
rarquización y distribución de activos públi-
cos, y que se emitan directivas de formula-
ción a lo largo del año 2003 y a destiempo de
los pasos de su elaboración en las regiones.
Esta superposición y desorden se ha dado
mientras los planes iban avanzando en su
formulación, varios de ellos en continuidad
conesfuerzos efectuados en losdoso tres años
anteriores por los Consejos Transitorios de
Administración Regional (CTAR), lasMesas
de Concertación para la Lucha contra la Po-
breza (MCLCP) y las organizaciones de la
sociedad civil.

Pese a todo, es posible distinguir algunas
características que comparten los planes en
su significado de políticas de gestión estraté-
gica, características derivadas de sumomen-
to singular de elaboración en la reforma des-

3 Los gobiernos regionales tienen a su cargo, entre otros, la elaboración y aprobación de los siguientes planes y
programas: Plan de Competitividad Regional (inciso o del artículo 15 de la ley 27783); Plan de Promoción de
la Pequeña y Micro Empresa (inciso c del artículo 48 de la ley 27783); Plan Regional de Desarrollo de
Capacidades Humanas (inciso q del artículo 15 de la ley 27783); Plan de Desarrollo Regional de Salud (inciso
b del artículo 49 de la ley 27783); planes en materia agraria (inciso a del artículo 51 de la ley 27783); planes
en materia de industria (inciso a del artículo 54 de la ley 27783); planes en materia de comercio (inciso a del
artículo 55 de la ley 27783); planes en materia de transportes (inciso a del artículo 56 de la ley 27783); planes
en materia de vivienda y saneamiento (inciso a del artículo 58 de la ley 27783).
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centralista y de las condiciones estructurales
del nivel de gobierno al que corresponden.

Podemos sintetizarlas en los siguientes
aspectos:

a) Concepción del desarrollo

Existe incongruencia respecto de la con-
cepción del desarrollo. A diferencia de los
contenidosnormativosgenéricos queafirman
el desarrollo asentado en la sociedad, en los
instrumentos del plan se conceptualizan y
sustentan las dimensiones del desarrollo a
partir del Estado y sus inversiones, y no de
las innovaciones desde la sociedad.

La principal consecuencia de tal enfoque
es que buscan sustentar el desarrollo en un
gran esfuerzo de inversión pública, lo que
además se propone cuando el marco multi-
anual de inversiones señala importantes res-
tricciones fiscales.

Es necesario asumir una adecuada diná-
mica para el desarrollo con una nueva rela-
ción entre Estado, mercado y sociedad de-
mocrática.

b) Ventajas comparativas y competitivas

Existe un importante esfuerzo para plan-
tear la relación entre las ventajas comparati-
vas y competitivas, como elemento central de
la estrategia de desarrollo regional. En todos
los planes dichos conceptos no están clara-
mente definidos ni relacionados.

En general, se propone construir la
competitividad agregando a las potenciali-
dades de las ventajas comparativas, las ven-
tajas competitivas derivadas de la infraes-
tructura vial, de servicios, comunicaciones
y electricidad, que son programas de inver-
sión pública.

No hay duda de la importancia de la in-
fraestructura, pero lo central es que las ven-
tajas competitivas se desarrollen en relación
con las articulacionesmacrorregionales, y que
éstas eleven su productividad en base a las
destrezas agrícolas, pecuarias o manufactu-

reras identificadas. En estas condiciones ad-
quiere significaciónyperspectiva la inversión
en infraestructura.

c) Restricción departamentalista y
limitada articulación territorial
macrorregional

Losplanes se hacen conunamarcada ten-
dencia a sustentarse eneldepartamento, iden-
tificando los territorios condichadelimitación
político-administrativa y centrándose en ella
para la elaboración de los planes de desarro-
llo, en vez de integrarlos a las dinámicasmás
amplias de los territorios. No formulan su
desarrollo como departamento articulado a
un ámbito territorial macrorregional, ya sea
en infraestructuras básicas, mercados, iden-
tidad sociocultural como en sus ofertas pro-
ductivas.

En los planes se oscila constantemente en
el uso de dos conceptos distintos del territo-
rio. En algunas oportunidades se entiende
como construcción social, y en otras el terri-
torio es la localización geográfica de la inver-
sión. El conceptomás amplio de territorio se
usa en las cuestiones normativas y de políti-
cas generales. Pero en las políticas e instru-
mentos del plan, se usa en términos efectivos
el de localización física, por lo que priman
aspectos administrativos y de delimitación.

Es necesario considerar el territorio como
construcción social y apreciar las dinámicas
de sus ámbitos macrorregionales como sus-
tento para los planes departamentales.

d) Identificación de demandas

Los planes formulan principalmente una
identificación de las demandas regionales,
sobre todo expresadas en términos normati-
vos, lo que constituyeuna etapadel planpero
no sustituye el objeto de éste de transformar
una situación con la gestión de propuestas.

Los planes se limitan, en la operacionali-
zación de sus propuestas de gestión, a un lis-
tado de demandas, en el cual se identifican
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las estratégicas prioritarias para la población
y las autoridades. Pero con esta identificación
de demandas no se logra avanzar en la for-
mulacióndeopcionesdedesarrollo, en el sen-
tido de establecer una secuencia viable para
pasar, en un período determinado, del diag-
nóstico de una situación establecida a otra de
transformación, a partir de una imagen-ob-
jetivo basada en políticas públicas y gestión
institucional.

Es necesario hacer del plan de desarrollo
una estrategia de gestión, adoptando el crite-
rio de plan-gestión.

e) Formulación de políticas públicas

Los planes de desarrollo si bien son un
importante avance en la formulación de polí-
ticas públicas a escala regional en la relación
Estado-sociedad-mercado, se han elaborado
desde un enfoque de lucha contra la pobreza
donde predomina una orientación que privi-
legia el capital humano.

Señalan para cada departamento diver-
sasmodalidades para distinguir ejes de desa-
rrollo. Respecto de ellos se formulanpolíticas
públicas de índole normativa. Esmuy intere-
sante que estén dirigidas a plasmar un senti-
do de identidad, de configurar una nueva
relaciónEstado-sociedad-mercado, de priori-
zar algunas inversiones �aunque sin estable-
cer su viabilidad� y de señalar instrumentos
de gestión sin reformarlos en símismos.

En su sentido normativo, los planes tie-
nen un fuerte contenido de orientación que
asumeel capital humano como superaciónde
pobreza a partir de la inversión publica, y no
cualifica la importancia estratégica del desa-
rrollo de habilidades, destrezas, confianzas,
reciprocidades e institucionalidadpara lograr
el despegue de potencialidades que generen
riqueza y equidad.

Es necesario afianzar estas propuestas
de políticas públicas, formulándolas a par-
tir de condiciones de viabilidad, sustenta-
das en la gestión y capacidades de los acto-
res regionales.

f) No habilitan el ejercicio de
autonomías

Los planes no habilitan el ejercicio de au-
tonomías, descontextualizándose de la etapa
en la reforma de la descentralización y de su
costo-financiamiento real. Tampoco están
organizados para la gestiónde competencias.
De ahí esa vaguedad de "proyectos ideales",
de ejercicio confuso al no delimitarse el ejer-
cicio efectivo de competencias en plazos es-
pecíficos y secuencias organizadas. No están
organizados distinguiendo los proyectos se-
gún la responsabilidad efectiva de gestión de
acuerdo con su viabilidad económico-finan-
ciera. Es por ello que se superponen y con-
fundenprogramasyproyectosquecorrespon-
den a distintos niveles de gobierno, y no exis-
te determinación de sus viabilidades para ser
ejecutados.

Los planes tampoco se han organizado a
partir de recursos programados para su eje-
cución. Es posible distinguir nítidamente en-
tre los que se proyectan para el siguiente ejer-
cicio presupuestal, que han sido recortados
para adaptarse al techo presupuestal asigna-
do por el MEF a último momento, y los que
son considerados fundamentales en un hori-
zonte demediano y largo plazo, pero respec-
to de cuya ejecución y viabilidad no existe
indicación fundamentada, pues el nivel de
gobiernono cuenta con los presupuestos pro-
pios ni las estimaciones básicas para poder
considerarlo así, y están bajo el rígido centra-
lismodel SNIP.

Es necesario que los planes respondan a
las preguntas relacionadas con la gestión de
las competencias y las responsabilidades en
la viabilidad de los proyectos, y que se sos-
tengan en recursos efectivamente a su cargo,
a ser transferidos o en gestión.

g) Fragmentación y criterios
contrapuestos de priorización

Los planes no están organizados para es-
calas de inversión, sino que, presionados por
los problemas anteriores, orientan la partici-
pación ciudadana a una fragmentación re-
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distributiva de la inversión a cargo del plan,
con significativas diferencias en la prioriza-
ción entre lo demandado regionalmente y lo
asignado por el nivel central.

Es necesario que los planes logren esta-
blecer las escalas de inversión que les compe-
ten y que consigan el consenso participativo
para privilegiar las inversiones de los proyec-
tos estructurantes de su principal escala de
grandesunidadesgeoeconómicas, luegode lo
cual distribuyen otros proyectos de menor
escala, evitando fragmentar desde el nivel lo-
calmás pequeño para luego sumarlos.

4. Cuestiones de método para el
planeamiento regional

En las experiencias analizadas de la for-
mulación de los planes de desarrollo regio-
nal, se aprecian serios problemas demétodo,
relacionados con losdiversos enfoques super-
puestos de tipo territorial-autonómico, situa-
cional de demanda y normativo sectorial. Es
necesario hacer una sistemática rectificación
de lametodología deplaneamiento, con el fin
de enriquecer las evaluaciones, optimizar los
esfuerzos y lograr estimular los aportes, para
que comoplan-gestión seanherramientasúti-
les en la construcción de los cambios que son
indispensables para el desarrollo territorial
descentralizado.

Algunosaspectos críticosquemerecen ser
discutidos y considerados para las enmien-
das en el segundo año de planeamiento re-
gional son los siguientes:

a) Restricciones y superposiciones del
marco conceptual y diseño general del
proceso

En la planificación regional y local es ne-
cesario que se cuente con un adecuado dise-
ño metodológico, que sustente una modali-
dad participativa y concertada de elaborarlo
y ponerlo en ejecución. Esto requiere unmar-
co conceptual y un diseño generalmetodoló-
gico que lo haga posible, aportando una con-
cepcióndel desarrollo regional y definiciones
operacionales de la noción, con la finalidad

de identificar las variables claves de los sub-
sistemas y las formas específicas de relación
entre ellas, para describir los escenarios, di-
námicas y opciones, establecer las visiones
comunes y definir los objetivos y estrategias
de desarrollo que permitan formular políti-
cas públicas, instrumentos de gestión y pro-
gramas yproyectos secuencialmente delinea-
dos para su ejecución.

LasDirectivasyel Instructivoemitidospor
el MEF sobre este objetivo de planeamiento
territorial no se plantea operacionalizar la
concepcióndel desarrollo regional comopar-
te de la elaboración del plan. Estemarco con-
ceptual está presente en las etapas generales
del proceso de formulación pero se superpo-
nen esquemas generales sectorialistas desde
el centro con propuestas de enfoque territo-
rial. Esta superposición traba lametodología
general, lo que deja sin orientación precisa el
contenido de los planes en los niveles de go-
bierno regional; de estemodo, agudiza lades-
contextualización de las normas generales y
los restringe al manejo en los techos presu-
puestales y de proyectos en curso, mientras
crecen las identificaciones de demandas de
desarrollo regional no resueltas.

Por consiguiente, es necesario que se di-
señen las secuenciasmetodológicas de forma
más precisa para los requerimientos del plan
territorial.

b) Diagnóstico, información y base de
datos

Existe la tendencia a convertir el diagnós-
tico en una descripción de la realidad regio-
nal, recopilando la información existente, sin
una previsión clara de lo que se busca cons-
truir como información.

Se analizan y agrupan distintos niveles
de información respecto de los cuales luego
se superponen distintos enfoquesmetodoló-
gicos, sectoriales o territoriales.Así, se restrin-
ge lo esencial del diagnóstico a un universo
de datos,más amplio omuy reducido, según
la cantidad de fuentes a las que se tenga ac-
ceso. El diagnóstico debiera,más bien, ser un
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proceso selectivoyprospectivode la realidad,
que permita apreciar sus tendencias, nudos
críticos y escenarios posibles de desarrollo
futuro.

También se aprecia que las fuentes de in-
formación estánbásicamente concentradas en
los datos censales de 1993 y en las proyeccio-
nes del INEI. Si bien es notable el esfuerzo de
espacializar la información en los diversos
planes, es indudable que existen restricciones
en el uso de los avances en distintas áreas del
Estado y en los antecedentes de las propias
regiones.

No hay manera de recabar y analizar en
forma constante la información requerida
para cada etapa del plan. En consecuencia,
se agudiza uno de los problemas demetodo-
logía general al incrementar el carácter sec-
torial de la información especializadade base
para el diagnóstico, y almismo tiempo hacer
más denso el contenido subjetivo de la infor-
macióndebase en los actores sociales que for-
mulan visiones, proponen programas y pro-
yectos. De sus contrastes resultan diversos
criterios de priorización en los que no existe
un adecuado flujo de información para ac-
tualizar y enriquecer cada etapa y cada nivel
de trabajo.

La información y bases de datos departa-
mentales existentes, además, no se encuen-
tran ordenadas ni codificadas para que per-
mitan confrontarla con la de otros departa-
mentos ni con la de otros niveles del Estado
(municipios y gobierno nacional). Tal vacío
no sólo limita la recopilación de la informa-
ción, también aísla más al departamento y
hace más difícil proyectar sus articulaciones
territoriales.

Es posible adoptar previsiones para dis-
poner de una fuente y data de información
más adecuada para los procesos de los pla-
nes, desde la propia iniciativa autonómica.

c) Escisión entre diagnóstico y
prospectiva

En la metodología utilizada para la ela-
boración de los planes regionales existe una

singular combinaciónentremetodologíasnor-
mativas y situacionales de la planificación.
Tomande lametodología normativa el análi-
sis sectorial de la información estadística dis-
ponible, pero dan un salto inmediato a las
percepciones del sujeto, que privilegia lame-
todología situacional. Por ello implementan
el FODA, describiendo las variables de forta-
lezas, oportunidades, debilidades y amena-
zas, convirtiéndola en una parte sustantiva
del diagnóstico e instrumento de enlace para
formular la visión o, en otros casos, derivar
de ella el FODA.

Esta distorsión metodológica se explica,
en parte, por el descuido en el manejo del
FODA. Como se sabe, este instrumento del
planeamiento se usa en los planes situacio-
nales corporativos para señalar la forma de
intervención estratégica de institución para
pasar de una situación a otra propuesta como
visión ymisión. Por ello, relaciona los aspec-
tos del FODA entre sí para establecer las
ponderaciones de una estrategia de interven-
ción. No hace del FODA un diagnóstico ni
describe aisladamente sus aspectos.

Pero no se trata solo de la distorsión de la
herramientadel FODA.El problemametodo-
lógico principal es que en el diagnostico no
incluye laprospectiva, que consiste en la iden-
tificaciónde las variables relevantes de acuer-
do a la hipótesis, las tendencias estructuran-
tes, las potencialidades y vocaciones, y los
escenarios posibles segúndistintos niveles de
intervención de los actores sociales y sus es-
trategias.

Para que el diagnóstico sea un proceso
permanente y dinámico, que impulse todas
las fases de la planificación, y posibilite una
aproximación sucesiva a los objetivos y estra-
tegias a definir, es necesario que sea prospec-
tivo. Esto es, quedesde la organizaciónde sus
variables, lo haga en función de hipótesis ex-
plicativas y de predicción de las tendencias
de un territorio dado. De estemodo, el diag-
nóstico no tiene un fin en si mismo, sino que
es realizado en función de la planificación y
para la toma de decisiones.
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d) Estrechez de los horizontes del plan

Los planes no tienen una adecuada pre-
cisión de sus horizontes. Se puede apreciar
en su dimensiones: en la temporalidad, no
precisándose los años que son largo ymedia-
no plazo, y con el pie forzado absorbente del
año fiscal presupuestal; en la competencia
jurisdiccional, que habilita el ejercicio auto-
nómico de cada nivel de gobierno; en la arti-
culación, no contiene disposiciones para ser
un efectivo plan que de coherencia a la arti-
culación de los diversas entidades del Estado
que actúan en el territorio regional; en los
"tiempossocialesde laplanificación",que tiene
que ver con la correspondencia entre los dis-
tintos ymúltiples actores públicos yprivados
de la región, cada uno de los cuales tiene un
"tiempo singular" para prever el futuro y or-
ganizar sus planes al respecto.

Las características más saltantes de los
planes a este respecto, son la sujeción y sub-
ordinacióna la inmediatezdel añopresupues-
tal siguiente, y la búsqueda de la construc-
ción de un tiempo de planificación entre los
diversos actores del territorio regional, lo que
constituye sumayor avance.

Es necesario que los planes asuman la si-
multaneidad de sus tiempos de planeamien-
to y almismo tiempo establezcan claramente
sus horizontes temporales de largo,mediano
y corto plazo.

e) Corredores y no unidades
geoeconómicas como bases del
planeamiento

Es posible reconocer que en los planes
existe un considerable esfuerzo para afincar
una adecuada visiónde sus territorios, darles
ordenamiento y precisar sus unidades base
para el planeamiento. Aportan un conjunto
de propuestas que son de gran importancia
para el futuro del planeamiento regional.

Pero este esfuerzo se ve limitado por la
superposiciónde enfoques sectoriales y enfo-
ques territoriales para el proceso de elabora-
ción de los planes de desarrollo. Se reconoce

perono se asumen comovínculo estructuran-
te del espacio territorial regional la infraes-
tructura básica que a escala regional relacio-
na el capital natural con el capital humano.
No se logra organizar el espacio uniendo in-
fraestructuras que requieren una gestiónma-
crorregional con activa presencia y decisión
de las regiones.

Pese a que en los GURIS del MVCC y en
la Estrategia de Desarrollo Territorial y 25
Planes Departamentales de la STD-Pres del
2001 se avanzaron criterios de "unidades
geoeconómicas" como bases para el planea-
miento territorial, cuando se plantea el tema
en los planes regionales, prima y semantiene
el criterio de lo que se denomina "corredores
económicos".

Este es un asunto crucial, pues es uno de
los instrumentos claves del planeamiento. La
optimización del territorio se realiza por
aproximaciones sucesivas, planificando uni-
dades de áreas homogéneas en el territorio,
en las que se combinan los criterios de cuen-
ca,morfológicos, de ecosistemas, de vocacio-
nes productivas y de identidades sociocultu-
rales para la gestión territorial. Estas unida-
des geoeconómicas, al ser identificadas en el
diagnóstico, permiten apreciar sus vocacio-
nes, espacializar sus paisajes y distinguir sus
tendencias estructurantes en el conjunto, lo
que ofrece una base firme para la visión, ob-
jetivos, políticas, programas y proyectos con
que se gestiona el conjunto del espacio.

La zonificación sobreunidadesgeoeconó-
micas, más allá de los reducidos corredores
viales, incorpora a las poblaciones, los recur-
sos y los proyectos, en un proceso de partici-
paciónynegociación, loquepermite construir
en común el territorio.

f) La visión y la imagen objetivo

En los planes se encuentran visiones de
tipo normativo genérico, que tienen los si-
guientes rasgos:

� Se refiere a propósitos normativos, es de-
cir, a criterios generales sobre reglas que
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se desea que ordenenprocesos y/o califi-
quen resultados.

� No expresa una ruta de transformación
que arribe a una imagen objetivo.

� Reúne aspiraciones de la demanda social
en términos genéricos.

� Sólo algunos definen un horizonte tem-
poral, de diversos alcances, lo que hace
más abierta la contradicción entre lo que
significa un plan y formular sus propósi-
tos en términosnormativosgeneralizables
a distintos lugares.

� En lamayoría de casos los planes no son
coherentes con las inversiones aproba-
das, sobre todo por la generalidad de las
visiones y la formulación de los estima-
dos de inversiones en términos no com-
parables.

Las rectificacionesgenerales incorporadas
en el InstructivoMEFpara el proceso del pre-
sente año, pueden ayudar a corregir estos
problemas en la formulación de las visiones
de desarrollo regional y local.

g) Incongruencias entre propuestas de
inversión y objetivos estratégicos

Existen problemasde coherencia interna.
No se formula adecuadamente la compatibi-
lidad de los objetivos estratégicos a alcanzar
con los intereses y aspiraciones de los diver-
sos actores sociales. Existe incoherencia entre
los objetivos estratégicos y las líneas de ac-
ción del desarrollo regional. Es notorio que
en todos los planes se organizan ejes estraté-
gicos para formular políticas y objetivos, pero

no existen líneasde acción, en secuencias tem-
porales y de gestión, para hacerlos efectivos.

Existe incongruencia entre las acciones
propuestas y los recursos disponibles para
hacerlas viables. Esta es quizás la mayor in-
congruencia, pues los planes no constituyen
planes organizados para una gestión viable
de competencias, en la cual los recursos estén
evaluados, jerarquizadosydispuestospara su
ejecución de acuerdo con procedimientos de
gestión,monitoreo y supervisión.

Asumir el plan como plan-gestión es lo
que permitirá solucionar estos problemas.

h) Ausencia de políticas e instrumentos
de gestión estratégica

Esta es una carencia general en los pla-
nes. En el planeamiento regional, la estrate-
gia de desarrollo que expresa el plan, es un
instrumento de apoyo a la toma de decisio-
nes. Requiere undispositivo de gestión estra-
tégica, que identifique actores y alianzas, que
precise recursos y viabilidades, que señale se-
cuencias temporales, que trace un curso para
lograr los objetivos, y que identifique las res-
ponsabilidades y compromisos de todos los
actores sociales e institucionales.

Un plan de desarrollo no puede ser un
documento técnico que termine su vida en el
archivo. El plan es un instrumento vivo, ac-
tuante, flexible. Constituye sobre todoun ins-
trumento de gestión. Formular un plan que
no sea un plan-gestión, es haberse quedado
sólo en la primera fase de identificación de
aspiraciones, que no traza una ruta para al-
canzar el propósito común.
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III
EL PROCESODE PLANEAMIENTO Y EL PRESUPUESTO

PARTICIPATIVO

Participación y concertación son supues-
tos recurrentes y una exigencia normativa en
lo que seha concebidooficialmente comopla-
neamiento del desarrollo y priorización de la
inversión regional. El gobierno regional, los
municipios provinciales y la sociedad civil
aparecen como los protagonistas principales
en la definición de estos importantes instru-
mentos de gestión pública.

Arribar a estas definiciones, como se se-
ñaló inicialmente, resulta un proceso político
y técnico donde se confrontan y acuerdan
intereses y enfoques entre los distintos secto-
res organizados de la sociedad y las autori-
dades de los diferentes niveles de gobierno
presentes en la región. Para la implementa-
ción y sostenibilidad de lo acordado, se re-
quiere el establecimiento de alianzas estraté-
gicas entre distintos actores en funciónde ob-
jetivos comunes de desarrollo que expresen
los intereses sectoriales y/o territoriales de las
partes.

Pero más allá del deber ser normativo y
conceptual, el punto de partida de esta his-
toria nos presenta características de preca-
riedad y falta de convicción de los protago-
nistas.

1. Gobiernos regionales: De las
resistencias iniciales almanejo
discrecional de los resultados
Los gobiernos regionales fueron elegidos

en una situación muy particular. En la ma-
yoría de casos, obtuvieron un bajo respaldo

electoral y no contaban con una ley que es-
tableciera competencias, funciones y recur-
sos claramente definidos. La Ley Orgánica
deGobiernosRegionales se emitió undía útil
antes de sus instalaciones formales. Tampo-
co contaron (ni cuentan aún) con recursos
propios, y sus presupuestos de partida es-
tuvieron a la espera de privatizaciones y exo-
neraciones tributarias que finalmente no se
concretaron. Apenas tomaron posesión del
cargo, los presidentes regionales recibieron,
como parte de su mandato, el encargo de
encaminar un proceso de elaboración par-
ticipativa del plan de desarrollo de la re-
gión y la priorización del gasto social del
pliegodel gobierno regional para el siguiente
año fiscal.

a) Un involucramiento inicial con mucha
suspicacia

La percepción predominante de los go-
biernos regionales respecto de la obligación
de implementar el planeamiento y el presu-
puesto participativo, fue la deunproceso que
les restaba poder. No primó la comprensión
de que se estaba ante instrumentos claves
para supropia gestiónpública.Anteriormen-
te, o paralelamente, según sea el caso, la ma-
yoría de gobiernos regionales registraban se-
rios problemas para la promoción e instala-
ción de los Consejos de Coordinación Regio-
nal (CCR), instancia que fue incluida como
parte de la estructura del gobierno subnacio-
nal que consideraba a la sociedad civil. Con
los distintos grados de inicial suspicacia res-
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pecto de la participación ciudadana, la ma-
yoría de gobiernos regionales lo abordó
como un trámite para cumplir con la exi-
gencia legal.

La ausencia de los presidentes regionales
en este proceso, a pesar de que la norma dis-
pone quedichas autoridades presenten infor-
mes de la gestión regional en los talleres par-
ticipativos, es un indicador simbólico de la
falta de compromiso con este proceso de ela-
boración participativa del plan y programa-
ción presupuestal.

Para cumplir con el rol directivo que es-
tablece la norma y que distintas experiencias
nacionales o internacionales confirman, es
indispensable que los gobiernos regionales
estén convencidos de las ventajas que ofre-
cen estos instrumentos de gestión, así como
de la participación ciudadana, en cuanto
eficacia y legitimidad de su propia admi-
nistración.

b) Una implementación diferenciada de
la metodología MEF

Si bien el Instructivo MEF resultó el
marco referencial, los distintos gobiernos re-
gionales dentro de la flexibilidad prevista
establecieron distintas variantes. La mayo-
ría buscó cumplir con los ocho pasos que se
indicaban. Algunos lo restringieron a me-
nos pasos, sobre todo por problemas de re-
lación con la sociedad civil o por conflictos
en el propio gobierno regional, como ocu-
rrió en Ancash. En otros casos se amplia-
ron, como enArequipa, donde se implemen-
taron 14 pasos.

La flexibilidad metodológica es un cri-
terio apropiado dada la diversidad de rea-
lidades regionales o locales existentes. Pero
los términos como ésta se aplica van a estar
condicionados por la voluntad política de
la autoridad y por el peso de la sociedad
civil en la interlocución con ésta. Hay que
evitar, como ha ocurrido, que el gobierno
regional aplique la flexibilidad demodo tal
que distorsione el sentido participativo del
proceso.

c) Un asunto también de antecedentes y
capacidades

La gran mayoría de autoridades y fun-
cionarios regionales no contaban con antece-
dentes de haber estado involucrados en ex-
periencias de planeamiento departamental o
local, lo que se expresó en la poca sensibili-
dad para asumir apropiadamente este pro-
ceso participativo.

Ha sido evidente el déficit en capacidad
de gestión del desarrollo de las autoridades y
funcionarios regionales.Al gobierno regional,
en la persona del gerente regional de planea-
miento, le correspondió �según el Instructivo
MEF� dirigir el equipo técnico regional res-
ponsable de elaborar el anteproyecto del pro-
grama de inversiones de la región. La caren-
cia de un número importante de cuadros bu-
rocráticos calificados y sensibles a la partici-
pación ciudadana limitó también el desem-
peño de esta instancia y sus resultados.

La elaboración de perfiles de proyectos
que reunieran los requisitos establecidos por
el SNIP, fue una tarea que se dificultó. Una
de las observaciones que plantearon los equi-
pos técnicos luego de los talleres informati-
vos, fue que la mayoría de proyectos priori-
zados no contaban con el perfil acorde con
las normas del SNIP, requisito indispensable
para sustentar la viabilidad de los proyectos
ante elMEF.

Con la experiencia acumulada, es de es-
perarse una nueva actitud y unmejormane-
jo de las autoridades regionales. Es aconseja-
blemantener a los funcionarios que han esta-
do involucrados en este proceso. Existen ini-
ciativas de distintas instancias del propio go-
bierno nacional en favor del fortalecimiento
de capacidades de los gobiernos subnaciona-
les y locales que deben ser aprovechadas sis-
temáticamente.

d) Relaciones puntuales y acuerdos
instrumentales

Los gobiernos regionales asumieron dis-
tintas opciones para cumplir con la exigencia
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de definir estos instrumentos de gestión del
desarrollo regional. De la respuesta política
que las autoridades regionales dieron al pro-
ceso, distinguimos la preeminencia de rela-
ciones puntuales y coyunturales con losmu-
nicipios provinciales y lasMCLCP. El princi-
pal sentido que tuvieron estas relaciones era
el de aprovechar las capacidades de convo-
catoria y organización de estos otros "agen-
tes participantes" para los talleres participa-
tivos regionales y/o provinciales. La partici-
pación también incluyó, en los casos donde
existió unamejor disposición para la partici-
pación ciudadana, la composición mixta en
los equipos técnicos. Aunque, cuando ya se
entraba en losmomentos de consolidación y
priorización de las demandas sociales y las
propuestas recogidas participativamente, la
mayoría de gobiernos regionales ya no con-
vocó a los representantes de la sociedad civil
en el equipo técnico y asumiópor cuenta pro-
pia las decisiones técnicas y políticas finales,
privilegiando acuerdos con los municipios
provinciales en la determinación del plan de
inversiones del gobierno regional.

No hemos encontrado claridad ni volun-
tad en el gobierno regional para propiciar
alianzas estratégicas entre diversos actores
institucionales y sociales, en función de los
objetivos estratégicos del desarrollo regional
y de garantizar su viabilidad y sostenibili-
dad. Propender a acuerdos básicos en esta
perspectiva puede reducir el manejo discre-
cional de la autoridad regional y evitar que
los otros actores se vean utilizados y que sus
aportes no sean reconocidos hasta el final del
proceso.

e) Los ejemplos que no se deben repetir

Hay un pequeño grupo de gobiernos re-
gionales que por distintas razones optaron
por abrir muy puntualmente el proceso de

elaboración y programación presupuestal a
la participación ciudadana.Nodesarrollaron
buena parte del InstructivoMEF y buscaron
algúnmecanismo participativo para validar
esta exigencia.

En estos casos, el CCR aparece comouna
instancia a la que el gobierno regional apela,
para legitimar un proceso como participati-
vo e interpreta convenientemente que la con-
sulta al CCR equivale a un proceso de pla-
neamiento yprogramaciónpresupuestal con-
certado y participativo que en rigor resulta
una falacia.

En estas dinámicas más restrictivas a la
participación apreciamos cómo las autorida-
des regionales, sobre la base de propuestas
trabajadas en gabinete, actuaron con una ló-
gica más de consulta puntual y formal hacia
la población que con la voluntad de realizar
una planificación participativa y concertada.

Es de esperar que no se repitan estas
transgresiones. Este año el CCR, compuesto
pormunicipios provinciales y sociedad civil
debe asumir y cumplir con el papel de con-
sulta y coordinación. Esta forma de desvir-
tuar el sentidoparticipativopuede seguir ocu-
rriendo en tanto no se encuentre la fuerza
necesaria y articulada de la sociedad civil y
los municipios provinciales para evitar tal
proceder de la autoridad y que ésta pueda
ser interpelada.

e) Resultados y falta de compromisos
claros con su implementación

Otro indicador de la falta de compromi-
so de los gobiernos regionales con este proce-
so, es el incumplimiento de los dos últimos
pasos del InstructivoMEF: no hubo difusión
pública de los acuerdos tomados, a excepción
del gobierno regional de Ancash, caso que
debe ser considerado con reparos4 , y fue nula

4 Luego de una seria crisis política provocada por las denuncias de corrupción contra el presidente regional, el
vicepresidente regional convocó a una audiencia pública donde se consultó sobre la propuesta del plan de
desarrollo y el programa de inversiones. Éstos fueron elaborados por el propio gobierno regional y no contaron
con la participación de la sociedad civil ni los municipios provinciales.
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la promocióny conformaciónde entesde con-
trol y vigilancia para la ejecuciónde los acuer-
dos. Éstos, según la norma, deben ser promo-
vidos por el propio gobierno regional.

La falta de transparencia y promoción de
mecanismos de vigilancia hacen prever un li-
mitado compromiso con lo acordadoy su eje-
cución. Todavía se está a tiempo de poner en
marcha estos mecanismos de transparencia
y vigilancia en aras de garantizar la conse-
cuencia del gobierno regional con los resulta-
dosdelprocesodeplaneamientoypresupues-
to participativo.

2. Municipios provinciales:Mediadores
de la demanda social local

Este primer año de exigencia oficial de
implementaciónparticipativadelplanyelpre-
supuesto también comprendía a losgobiernos
locales. Losmunicipiosprovinciales y el alcal-
de provincial en particular, están considera-
dos como agentes participantes en la defini-
ción del plan y el presupuesto regional. Son
parte, además, de la estructura del gobierno
regional a travésdelConsejodeCoordinación
Regional, donde cuentan con una presencia
mayoritaria (60%) en relación con los repre-
sentantes de la sociedad civil (40%).

a) Bajo interés inicial y pocos
antecedentes de planeamiento local

En los inicios del proceso de planeamien-
to y presupuesto participativo regional, los
municipios provinciales no se sintieronmuy
involucrados. Lamayoría de alcaldes provin-
ciales y sus respectivos consejosmunicipales,
no contaban con antecedentes de participa-
ción en experiencias precedentes de planea-
miento local. Tampoco era evidente una com-
prensión suficiente de lo que estaba en juego
en este proceso regional y la relación con la
gestión de sus ámbitos provinciales.

b) El perfilamiento de un rol canalizador
de recursos para sus localidades

Posteriormente, en la implementacióndel
proceso, van a responder en varios sentidos

pero afirmados en un principal y extendido
objetivo: canalizar recursos públicos para sus
provincias. Los alcaldes provinciales tendie-
ron a negociar y presionar, en esta escala re-
gional, por demandas y proyectos de obras
locales que se encuentran, por lo general, fue-
ra de una visión de desarrollo regional.

En las últimas etapas del proceso, los al-
caldesprovinciales seubicaron como losprin-
cipales interlocutores ante el gobierno regio-
nal para la tomadedecisiones finales sobre el
presupuesto regional, canalizando la repre-
sentación de la demanda social localizada.

c) Avanzar de la demanda local hacia el
impacto regional

El aporte de las administraciones provin-
ciales está en la articulación del desarrollo
provincial con el regional. Lo regional debe
potenciar lo provincial (y éste lo distrital) y
viceversa. Las visiones y los objetivos estraté-
gicos debieran conjugar entre sí, y la orienta-
ción del gasto en inversión debiera estar en
función de dicha perspectiva. Así lo conside-
ra también el diseño normativo del planea-
miento y el presupuesto participativo.

Pero esta primera experiencia no garan-
tizó, por el desorden y las ambivalencias que
la caracterizaron, el establecimiento de las
concatenaciones básicas entre los planes de
desarrollo de las distintas escalas de gobier-
no: regional, provincial y distrital. Los mo-
mentos en que estos planes se elaboraron, en
la mayoría de casos, no concordaron con lo
diseñado.Muchos alcaldes provinciales fue-
ron al proceso regional sin haber efectuado
previamente supropioproceso. Se esperaque
este año se guarde la secuencia y correspon-
dencia quepermitan que las autoridades pro-
vinciales planteen los proyectos de carácter
interprovincial o de impacto regional acorda-
dos en sus respectivos ámbitos provinciales.

d) Capacidades que se deben potenciar

Los representantes de los gobiernos loca-
les, incluido los alcaldes, reflejaronproblemas
técnicos y de capacidades en la concepción
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del desarrollo territorial, la gestión pública y
la elaboración de sus propuestas de proyec-
tos en los términos del SNIP. Al igual que las
autoridades regionales, tienen que canalizar
la oferta formativa que se ha abierto.

Hay que reconocer que esta primera ex-
perienciadeja importantes aunque insuficien-
tes aprendizajes, quedebieranafirmarse como
parte de la apuesta por la descentralización
y el desarrollo de sus regiones.

e) Los importantes márgenes de
negociación

Han sido muy variadas las valoraciones
y respuestas de losmunicipios provinciales al
proceso de planeamiento y presupuesto par-
ticipativo regional. Encontramos, aunque
minoritarias, algunas reacciones propositivas
que buscan aportar desde la experiencia acu-
mulada con proyectos elaborados participa-
tivamente en la escala provincial y que tie-
nen impacto regional.

En una dirección contraria a la anterior,
registramos dos situaciones que nos parecen
ilustrativas de los posibles cauces que los
municipios provinciales propician en elmar-
co del proceso de planeamiento y presupues-
to participativo regional, y que pueden con-
ducir a sudistorsión.Unode estos arreglos se
establece a partir de un criterio formalmente
"igualitario", pero nada técnico ni coherente
con el sentido del proceso, distribuyendo en-
tre las provinciasmontos casi iguales del pre-
supuesto regional, con el aval de la propia
autoridad regional. Esteprocedimiento "equi-
tativo" es efectivo para las partes, ya que el
gobierno regional se evita tensiones y conflic-
tos con las provincias, y éstas �con sus res-
pectivos alcaldes� cumplen con el objetivode
llevar recursos a sus provincias.

Otro proceder, aunque no muy extendi-
do, ha sido el de los acuerdos por fuera del
proceso participativo, entre la autoridad re-
gional y algunosmunicipiosprovinciales, por
razones de afinidad política partidaria o cál-
culo político.

En este segundo año hay que hacer es-
fuerzos para que se impongan criterios técni-
cos en la programación participativa del pre-
supuesto regional. El que las administracio-
nesprovincialespuedan implementar suspro-
pios procesos de elaboración de planes de
desarrollo ayudará a perfilar el papel y la ca-
pacidad de negociación de sus autoridades,
a partir de las propuesta elaboradas en sus
ámbitos territoriales, en esta escala regional.

3. Sociedad civil: Límites y
potencialidades

Esta experiencia oficial de planeamiento
y presupuesto participativo estuvo concebi-
da para propiciar la participación abierta y
activa de los grupos sociales y las institucio-
nes privadas en su definición. En los gobier-
nos regionales recayó la obligación de imple-
mentarlo y garantizarlo. Ya hemos visto que
muypocos gobiernos regionales se dispusie-
ron a cumplir consecuentemente con el espí-
ritu de la ley. La participación de la sociedad
civil en este proceso, con sus distintos grados
de convicción y fortaleza, se va a constituir
en un aprendizaje importante para quienes
se involucraron en él.

a) No es sólo un problema de
convocatoria restringida

Para la convocatoria a la sociedad civil
hubo una disposición mediatizada y restric-
tiva en muchos de los gobiernos regionales.
No obstante, por exigencia de la norma, se
utilizaronmediosmasivos de comunicación
para la difusión de este proceso. Seguramen-
te pocos e insuficientes; sin embargo, debe-
mos señalar que las principales expresiones
de sociedad civil en las regiones, como los
frentes regionales, lasmesas de concertación
temáticas, las universidades, los colegios pro-
fesionales, los gremios de empresarios o co-
merciantes y las organizaciones no guberna-
mentales, sabían por otros canales de las ca-
racterísticas y plazos del proceso. La MCL-
CP, organización de carácter mixto estatal y
social, con una importante participación de
la sociedad civil y un significativo papel en la
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elaboración de los Planes de Desarrollo De-
partamentalesConcertadosdel 2002, también
estaba informada del proceso.

Los distintos segmentos organizados de
la sociedad civil tenían la posibilidad, ade-
más, de reclamar el derechodeparticipar ple-
namente. No tenemos conocimiento de nin-
gúnconflicto formalizadoendenuncia abierta
y pública de parte de organizaciones de la
sociedad civil porhaber sido excluidasde este
proceso. Por acciónuomisiónhay correspon-
sabilidad de la propia sociedad civil con la
cobertura de participación alcanzada.

No hay relación directa entre voluntad
restrictiva de la autoridad regional hacia la
participación ciudadana y la irregular parti-
cipaciónde la sociedad civil. Existendiversos
y efectivos canales para la comunicación ho-
rizontal entre las organizaciones que no han
sido activados por falta de interés y convic-
ción de éstas con los resultados de este proce-
so.

b) Una participación predominantemente
urbana y profesional

En la información de los listados de par-
ticipantes a los talleres participativos, encon-
tramos un predominio de instituciones de
notoria composición profesional con asenta-
miento urbano, principalmente en las capita-
les de región: ONG (27%), MCLCP (13,5%),
colegios profesionales (8,1%) yuniversidades
(6,1%).

LasONGson el sector conmayor presen-
cia y regularidad en este proceso. Estas insti-
tuciones tienenunamayor comprensiónyuna
apuesta más clara por el planeamiento y el
presupuestoparticipativo; tambiénuna capa-
cidad técnica y propositiva que aporta a este
proceso. Los aportes de las universidades y
los colegiosprofesionales también tuvieronese
sentido, aún demanera limitada pero dejan-

doentreverun roldemayor significaciónpara
estos procesos, que será fundamental en la
construcción del plan y en la delimitación de
proyectos de desarrollo.

No se registra una participación impor-
tante de las organizaciones sociales de base
(OSB) urbanas o rurales. La suma de comu-
nidades nativas y campesinas, gremios cam-
pesinos y OSB5 evidencia una presencia re-
ducida (14,2%). Este contraste entre las insti-
tuciones profesionales y lasOSB también tie-
ne que ver con los costos que supone la parti-
cipación. No nos referimos solamente a un
tema de disposición económica, que cubra
transporte y alojamiento; existen otros facto-
res de diferenciación, como la disposición de
tiempo, de recursos técnicos e informativos,
y el propio establecimiento de intereses sobre
la materia objeto de la participación.

c) Un asunto de capacidades

En la sociedad civil también encontramos
serias limitaciones de capacidades. Éstas se
presentaron más pronunciadas en las orga-
nizaciones sociales de base, que registranuna
baja e irregular participación en este proce-
so. Con sus visiones acotadas y sus necesida-
des básicas insatisfechas, constituyeron una
demanda social localizada demuy poca vin-
culación con una perspectiva de desarrollo
regional.

En este proceso existió un desnivel entre
las distintas organizaciones de la sociedad
civil; mientras algunas actuaban con mayor
conocimiento de la materia, otras se centra-
ban almismo tiempo en un espacio de nego-
ciación de demandas puntuales.

Se debe promover que los espacios de ca-
pacitación, que para este año serán previos a
los talleres participativos, se concreten con la
mayor inclusión, extensión y profundidad
posible.

5 La poca participación de estos sectores tradicionalmente excluidos, que están asentados en las zonas de mayor
pobreza, resulta más pronunciada dado que en las OSB hemos incluido organizaciones de mujeres y grupos
juveniles.
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d) La fragmentación y debilidad de la
sociedad civil

El pronunciado déficit institucional vi-
gente en el país afecta el entramado social en
las regiones y sonmuypocas las instituciones
u organizaciones de la sociedad que están
articuladas alrededor de agendas regionales
o locales, lo que impide que asuman este es-
pacio del planeamiento y presupuesto parti-
cipativo como un lugar donde negociarla y
concertarla. Algunas de las interesadas en
participar en el proceso lohacenpor su cuenta
y entran con poca capacidad de negociación,
y en ciertos casos se ha sumado la falta de
información y el desconocimiento de concep-
tos básicos para llevar a cabo unamejor par-
ticipación.

El proceso descentralista no ha contribui-
do a generar un nivel de articulación de la
sociedad civil distinto a los conocidos, salvo
la experiencia de Piura alrededor de las orga-
nizaciones registradas en el CCR.

Otro serio problema es la débil institucio-
nalidad de los distintos segmentos de la so-
ciedad civil. El fortalecimiento de las organi-
zaciones sociales pasa por interiorizar proce-
dimientos organizativosde carácterdemocrá-
tico, como: renovación de los dirigentes, par-
ticipaciónregulardesusmiembros, regirsepor
estatutos, contar con planes de trabajo, con-
tar con aportaciones de susmiembros, rendi-
ción de cuentas de los directivos y fiscaliza-
ción de losmiembros, entre otros, que actual-
mente no son las prácticas internas que ca-
racterizan a las organizaciones de la socie-
dad civil. Adquirir personería jurídica y ob-
tener la formalización como institución tam-
bién contribuye a este objetivo de fortaleci-
miento. Estas exigencias se imponen, ade-
más, porque se espera que las autoridades
regionales y locales adopten buena parte de
estos indicadores de institucionalidaddemo-
crática.

El fortalecimiento de la sociedad civil es
un desafío crucial y perentorio que hay que
encarar apropiadamente. La exigencia de
mayores estándares de institucionalidad, por

ejemplo, debería ser tomada como un reto y
no como un bloqueo a la participación. Las
organizaciones de la sociedad civil también
podrían trabajar previamente, en coordina-
ción con organizaciones afines y complemen-
tarias, los proyectos e iniciativas que sus re-
presentantes presentan en los distintos espa-
cios participativos y de toma de decisión.

e) La MCLCP y el problema de la
representación autónoma de la
sociedad civil

LaMCLCPha tenidounapresencia cons-
tante en todos los casos regionales donde se
abrió la participación a la sociedad civil. Esta
organización de carácter mixto, en algunas
regiones se convirtió en la principal contra-
parte de la sociedad civil, cubriendo esta de-
manda de representación en contextos don-
de no hay experiencias de articulación y re-
presentación autónomas de la sociedad civil
regional o local.

El tema de una cabal representación de
la sociedad civil sigue irresuelto. La impor-
tante cobertura a la participación ciudadana
considerada en el actual diseño descentralis-
ta, hacemás evidente estadebilidad. LosCCR
y los CCL son parte de la estructura de los
gobiernos regionales y locales, recientemente
constituidos, que consideran la participación
de la sociedad civil. No se debe plantear en
términos dicotómicos la relación del CCR-
CCL con la MCLCP. El problema de fondo
que se tiene que resolver es cómoarticular las
diversas expresiones de la sociedad civil de
manera autónoma para que aproveche, en
mejores términos, los espacios abiertos a la
participación ciudadana en el actual contex-
to descentralista y consolide un rol activo y
comprometido con el desarrollo de sus ámbi-
tos territoriales.

f) La ausencia de los actores económicos

Ladimensión económica es fundamental
en las distintas maneras como se han conce-
bido los planes de desarrollo regional, pero
tal importancia en los planes no ha logrado
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atraer significativamente a los agentes econó-
micos involucrados en las dinámicas de de-
sarrollo priorizadas. Falta una mayor infor-
mación que permita distinguir los diferentes
segmentos y dinámicas de este heterogéneo
sector.

La viabilidad del desarrollo regional de-
pende de la inversión privada, pero lamayo-
ría de empresarios definen sus estrategias y
establecen sus relaciones al margen de estos
nuevos cauces institucionales. Las ventajas de
estos procesos no le resultan atractivas y las
vías informales pero directas de relación y
negociación establecidas con la autoridad
pública,muchas veces del gobierno nacional,
les resultan efectivas y regulares.

g) La de los partidos o movimientos
políticos también

Los partidos omovimientos políticos de
cobertura nacional o regional están llamados
a aportar con sus enfoques generales a la de-
finición de los proyectos de región y a la con-
sistencia con la inversión regional.Hemos re-
gistradounaostensible ausencia en estos pro-
cesos. No ha habido manifestación o interés
alguno al respecto. Sus agendas parecen, por
ahora, girar lejos de estos temas de gestión
del desarrollo.

Se debe convocar y comprometer la par-
ticipaciónde estos actores políticos. Es impor-
tante que se sensibilicen sobre la trascenden-
cia del proyecto descentralista y el procesode
elaboración participativa del plan y el presu-
puesto regional.Hayque tomar en cuentaque
uno de ellos puede ser la próxima autoridad
regional o local.

h) No hay una ruta crítica clara sobre el
proceso

El divorcio que existe entre lo que seprio-
riza en los talleres y las conclusiones a las que
arriban los equipos técnicos es demasiado
grande. Este resultado tiende a ser entendido
por los representantes de organizaciones so-
ciales de base comounamanipulación frente
a lo que ellos priorizaron, quepuededebilitar
aúnmás los grados de interés y compromiso
con este proceso.

Este asunto está directamente asociado a
las capacidades y a la información con que
cuentan los actores. Sería importante que se
sepa, sobre todo los que presentanproyectos,
el curso que siguió su propuesta. Un proyec-
to propuesto no puede ser omitido sin res-
puesta alguna que le indique las deficiencias
oproblemas técnicosque contenía.Dichopro-
ceder puede generar un efecto formativo así
como contribuir a legitimar el proceso.
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IV
PRESUPUESTO PARTICIPATIVO 2004 YORIENTACIONES

DE LA INVERSIÓN REGIONAL

Gasto corriente 27.522,4 62,4

Gasto de capital 5.528,5 12,5

Servicio de la deuda 11.064,4 25,1

Total 44.115,4 100,0

Rubro Millones de nuevos soles %

Fuente: Ley de Presupuesto del Sector Público 2004.

El presupuesto público es un instrumen-
to de programación económica y social, es
decir, es una herramienta de la planificación
estratégica del desarrollo. El presupuesto, en
ese sentido, debería ser crucial para una ges-
tión planificada del desarrollo regional.

Los planes de las distintas regiones han
identificado principalmente las demandas
regionales, se limitan a un listado de proyec-
tos. Pero esta identificación de demandas no
logra formular opciones de desarrollo, en el
sentidode establecer la secuencia factiblepara
pasar del período actual a otro transformado
conuna imagen-objetivo, políticas públicas y
gestión institucional.

Enprimer lugar, presentaremos la estruc-
tura del presupuesto nacional y la distribu-
ción general entre los distintos niveles de go-
bierno. En segundo lugar, se identifican los
márgenes estructurales y losmontos sobre los
que se desenvolvió esta experiencia partici-
pativa de programación de la inversión del
gobierno regional. En tercer lugar, veremos
los principales rasgos de dicho programa
aprobado participativamente.

1. Limitaciones de partida del
presupuesto público

a) Baja presión tributaria y rigidez del
gasto público

El presupuesto público se caracteriza por
la rigidez de los gastos, pues la mayor parte
de éstos se destina a afrontar gastos inercia-
les, como el pagode remuneraciones, de obli-
gaciones sociales y previsionales, así comode
bienes y servicios para el mantenimiento y
funcionamiento de las entidades públicas. El
otro gran rubro de gasto está constituido por
el pago de la deuda externa e interna. Con
una presión tributaria de 12%, estos egresos
terminan absorbiendo cerca de 90% de los
recursospresupuestales, lo quedeja al gobier-
no prácticamente sin margen de acción para
atender las demandas de la población (Vigila
Perú, Reporte Nacional Nº 3).

La estructura del presupuesto de apertu-
ra del año 2004 muestra con claridad esta si-
tuación:
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Fuente: Ley de Presupuesto del Sector Público 2004.

2001 66,8% 13,0% 20,2% 100%

2002 67,9% 11,1% 21,0% 100%

2003 61,2% 14,8% 23,9% 100%

2004 62,4% 12,5% 25,1% 100%

Año Gastos corrientes Gastos de capital Servicio de la deuda Gasto total

Fuente: SIAF, Ley de Presupuesto del Sector Público 2003 y 2004.
Elaboración: Vigila Perú.

Gobierno central 82% 80% 77%

CTAR / Gobiernos regionales 13% 15% 15%

Gobiernos locales 5% 5% 8%

Total (%) 100% 100% 100%

Miles de nuevos soles 37.112 40.892 44.116

Nivel de gobierno 2002 2003 2004

Los gastos corrientes alcanzan casi dos
tercios del presupuesto e incluyen el pagodel
personal y de pensiones (43,5% del monto
global), así como los gastos de operación de
los organismos públicos (14,8%). Si a esto se
agregan los egresos destinados al servicio de
la deuda (25,1%) y los proyectos de inversión
que se encuentran en ejecución y que deben
ser continuados durante el 2004 (aproxima-
damente 9%), se tiene que los gastos rígidos
representan alrededor de 92,4% del total de
los recursos presupuestales.

Con esta estructura de gasto, y en tanto
no se incremente sustantivamente la presión
tributaria, el gobierno nacional actualmente
sólo cuenta con un margen aproximado de
8% del total del presupuesto para orientar

recursos a nuevas prioridades, entre ellas al
presupuesto participativo de los gobiernos
regionales y locales.

Esta rigidez presupuestal constituye una
tendenciapermanentedel presupuestopúbli-
co, tal como se ve en los porcentajes de los
últimos cuatro años. Si bien en términos grue-
sos semantienen igual que en el 2004, se pue-
de apreciar que el servicio de la deuda ha ve-
nido incrementando su participación en el
presupuesto total de 20 a 25% entre el 2001 y
el 2004, en detrimento de los gastos corrien-
tes y de capital. Este último rubro constituye
el eje de la formación bruta de capital y, por
tanto, de las inversiones que se priorizan a
través de los presupuestos participativos.

b) El presupuesto continúa centralizado

El análisis de la distribución del presu-
puesto por nivel de gobiernomuestra que, a
pesar de la puesta en marcha del proceso de
descentralización, la mayor parte de los re-

cursos permanece concentrada en el gobier-
no central, con cerca de 80%del total. El cua-
dro que siguemuestra esta distribución sobre
la base de los presupuestos de apertura de los
años 2002 al 2004:
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Fuente: Ley de Presupuesto del Sector Público 2004.
Elaboración propia bajo el esquema empleado por Vigila Perú.

Nivel de gobierno Unidad Presupuesto Presupuesto Disminución
total "descentralizable" del gasto total
1 2 3

Gobierno central Miles de soles 33.828.736 8.995.552 -73,4%

% 78% 50%

Gobiernos regionales Miles de soles 6.706.609 5.492.730 -18,1%

% 15% 30%

Gobiernos locales Miles de soles 3.580.042 3.532.401 -1,3%

% 8% 20%

Total Miles de soles 44.115.387 18.020.683 100%

% 100% 100%

El incremento de las transferencias a los
gobiernos locales, tal comoaparece en el 2004,
no es real pues las municipalidades tendrán
que devolver al MIMDES, para su adminis-
tración, 85% de los recursos de FONCODES
y del PRONAA que les fueron asignados en
el presupuesto, debido al problema irresuelto
de la acreditación, con lo cual la participa-
ciónde los gobiernos locales en el presupues-
to nacional se mantendrá alrededor del 6%.
Por lo tanto, el gobierno central continuará
manejando 80%de los recursos públicos.

Aun deduciendo del presupuesto total
aquellos gastos que requierenmanejarse des-
de el nivel central y que, por lo tanto, repre-
sentan recursos que no podrían ser transferi-
dos a los gobiernos regionales o locales, se
puede apreciar que el gobierno central conti-
núa concentrando la mayor parte de recur-
sos entre los que sí hay un importante mar-
gen para ser descentralizados.

En el cuadro que sigue se compara la dis-
tribución del presupuesto total del 2004 (co-
lumna 1) con la distribución del presupuesto
"descentralizable" (columna 2), es decir el
gasto quequeda luegodededucir los siguien-
tes rubros:

� Pago del servicio de la deuda:
S/. 11.064.563.

� Pago de gastos provisionales:
S/. 5.865.340millones en el gobierno cen-
tral; S/. 1.213.879millones en los gobier-
nos regionales y 47.641millones en los go-
biernos locales.

� Gastos de entidades del gobierno nacio-
nal, como el Congreso y los ministerios
(Relaciones Exteriores, Interior, Defensa)
entre otras: S/. 7.903.281 millones.

6 Para mayor información revisar Vigila Perú, Reporte Nacional Nº 2.

Se puede notar que, luego de deducir los
gastos indicados, el presupuesto total dismi-
nuye en casi 60% (columna 3) y que la reduc-
ción afecta muy poco a los gobiernos locales
o a los regionales, pues sólo se sustraen fon-
dos para gastos provisionales6 .

Lo que se constata con este cálculo es que
el gobierno central, aun con la significativa
reducción del presupuesto luego de deducir
lo que inevitablemente debe estar bajo su ges-
tión, todavíamantienebajo su administración
unpresupuesto equivalente al que hoy trans-
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fiere a las instancias descentralizadas de go-
bierno (columna 2). Es decir que, si se avan-
zara más en el proceso de transferencias, el
impacto en las regionesy localidades sería sig-
nificativo, incluso dentro de los limitados
márgenes que hoy ofrecen la rigidez del gas-
to y la baja recaudación tributaria.

2. La rigidez del gasto se reproduce en
las regiones
Al igual que en el caso del presupuesto

nacional, el monto que reciben los gobiernos
regionales constituye en sumayor parte gas-
to rígido, pues está destinado a remuneracio-
nes y a obligaciones sociales y previsionales,
así como a bienes y servicios, como semues-
tra en el gráfico siguiente:

2000 2001 2002 2003 2004
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EVOLUCIÓNDEL GASTO REGIONAL: 2000-2004

El incremento que se aprecia en el gasto
corriente de los gobiernos regionales desde el
2003 se debe a que se ha incluido el pago de
las planillas de los trabajadores del sector sa-
lud y educación de sus ámbitos, lo cual in-
crementa elmonto de sus presupuestos, pero
no les significa un mayor grado de libertad
para desarrollar inversiones regionales con-
certadas.

Los gastos de capital representanmenos
de 10% del total de sus presupuestos y son
precisamente los recursos con los que cuenta
el gobierno regional para inversiones (ejecu-
ción de obras, contratación de servicios y ad-
quisiciónde inmuebles y equipos). Es necesa-
rio tener en cuenta que parte importante de
estemonto está comprometido en los proyec-

tos de inversión que se encuentran en ejecu-
ción, lo que significa que sólo el saldo estádis-
ponible para aprobar nuevos proyectos.

En el presupuesto de apertura 2004, el
monto transferido a los gobiernos regionales
llegó a 6,7 mil millones de soles (15,2% del
presupuesto total) y, de éstos, sólo 656millo-
nes (9,8% de lo transferido) se asignaron a
gastos de capital.

a) Gastos corrientes y gastos de capital

La estructura porcentual de los gastos
corrientes y de capital de los gobiernos regio-
nales guarda la misma correspondencia con
la estructura global, lo que se puede apreciar
en el presupuesto de apertura 2004 de los 11
gobiernos regionales estudiados:
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Conexcepciónde los gobiernos regiona-
les deHuancavelica, Piura, SanMartín yUca-
yali, en los que los gastos de capital represen-
tan 15,9%, 13,6%, 10,5% y 22,4% respectiva-
mente, en los demás casos, los gastos de capi-
tal no llegan a 9%.

b) Presupuesto de los gobiernos regionales
en relación con el total regional

Los 11 gobiernos regionales sólo gestio-

nan en promedio 57% de los recursos que se
destinan a sus ámbitos territoriales, pues hay
inversiones y programas sociales que conti-
núan siendo manejados por los respectivos
sectores desde el nivel central.

El cuadro siguientemuestra el porcenta-
je de los presupuestos de estos gobiernos re-
gionales en relación con el presupuesto total
destinado a la respectiva región, sobre la base
del presupuesto de apertura 2004:

Fuente: Portal de Transparencia del MEF-SIAF.
Elaboración propia.

Gobierno regional Presupuesto 2004 del gobierno regional
en relación con el total destinado a la región

Ancash 58,4%

Arequipa 50,7%

Cajamarca 63,3%

Cusco 60,4%

Huancavelica 57,9%

Ica 51,1%

Junín 48,4%

La Libertad 55,1%

Piura 54,2%

San Martín 77,6%

Ucayali 52,5%

Fuente: Portal de Transparencia del MEF-SIAF.
Elaboración propia.

Ancash 92,5% 7,5% 100%

Arequipa 93,3% 6,7% 100%

Cajamarca 93,8% 6,2% 100%

Cusco 91,1% 8,9% 100%

Huancavelica 84,1% 15,9% 100%

Ica 94,9% 5,1% 100%

Junín 94,7% 5,3% 100%

La Libertad 93,9% 6,1% 100%

Piura 86,4% 13,6% 100%

San Martín 89,5% 10,5% 100%

Ucayali 77,6% 22,4% 100%

Gobierno regional Gastos corrientes Gastos de capital Gasto total
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Funciones Ancash Areq. Cajam. Cusco Huan. Ica Junín La
Libertad

Piura San
Martín

Ucayali

05: Asist/previsión social

09: Educación y cultura

14: Salud y saneamiento

Subtotal

Otras funciones

Total

19,1

58,3

15,9

93,3

6,7

100,0

26,7

43,3

17,4

87,4

12,6

100,0

16,7

67,0

9,9

93,6

6,4

100,0

24,0

49,8

14,8

88,6

11,4

100,0

9,5

60,4

14,5

84,4

15,6

100,0

25,5

45,1

20,4

91,0

9,0

100,0

22,5

53,3

16,9

92,7

7,3

100,0

27,4

47,4

15,7

90,5

9,5

100,0

16,8

53,4

14,3

84,5

15,5

100,0

13,4

55,0

14,8

83,2

16,8

100,0

9,6

50,7

16,5

76,8

23,2

100,0

*Otras incluyen: Administración y Planeamiento; Agrario; Comunicaciones; Energía y Recursos Minerales; Industria, Comercio y
Servicios; Pesca; Trabajo; Transporte; Vivienda y Desarrollo Urbano.

Fuente: Portal de Transparencia del MEF-SIAF.

Elaboración propia.

c) Presupuesto regionales por funciones

La estructura del presupuesto de apertu-
ra 2004 por funciones en las 11 regiones ana-
lizadas muestra que, en todos los casos, el
mayor gasto se destina a Educación y Cultu-
ra, y a Salud y Saneamiento. A estas funcio-
nes se destinan básicamente gastos corrien-
tes para el pago de planillas de los profesores
y de los profesionales de salud de las regio-
nes. La otra función que absorbe importantes
recursos es la de Asistencia y Previsión So-

cial, en la que se consideran los pagos depen-
siones que antes estaban en laONPyquehan
pasado a formar parte de los presupuestos
regionales.

Como se aprecia en el cuadro que sigue,
en estas tres funciones se concentra en pro-
medio 87,8%del gasto: desde 76,8%en el caso
de Ucayali hasta 93,6% en Cajamarca, lo que
muestra nuevamente el limitado margen de
acción de los gobiernos regionales.

En este contexto de rigidez y centraliza-
ción tiene lugar la programación participati-
va del presupuesto. Por ello, en el año 2004,
elmonto destinado a este proceso fue de ape-
nas 635,6 millones de soles, que representa
21%delmonto total de inversiones del sector
público y sólo 1,4%del presupuesto total.

3. El entorno normativo para la
elaboración del programa de
inversión regional

a) Relación plan-presupuesto.

Unadebilidad puesta demanifiesto en el
proceso del 2003 se deriva de las propias li-
mitaciones que tienen los planes concertados
de desarrollo de las distintas regiones. El Ins-
tructivo delMEF considera el plan comopre-
rrequisito del presupuesto participativo. La
formulación de los planes, como ya se ha in-
dicado, permitió identificar, canalizar e ins-

titucionalizar la demanda social, pero en la
mayoría de casos no constituyen instrumen-
tos que permitan gestionar el desarrollo te-
rritorial.

Losprogramasde inversión, sobre la base
de los planes concertadospresentadospor los
gobiernos regionales, han tendido a ser idea-
les y atemporales, porque se limitan a consig-
nar un listado de proyectos que no se articu-
lan con la visión de desarrollo regional plan-
teada en el propio plan y que no están acom-
pañados demontos reales de financiamiento
ni de plazos realistas para su ejecución, por
lo que carecen de una secuencia factible para
su realización. No se tiene clara conciencia
de la realidad económica ni principalmente
de la situación fiscal del país, como es no re-
conocer la baja presión fiscal y el creciente
nivel del servicio de la deuda, lo cual se apre-
cia cuando se formulan ideales objetivosy ejes
estratégicos del desarrollo regional.
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La estrechez de los plazos, así como la
escasa experiencia y pocas capacidades de
lamayoría de agentes participantes en estos
temas no permitió �en la mayoría de casos�
que el proceso del presupuesto participativo
se constituyera en una oportunidad para re-
vertir estas limitaciones planteadas por los
planes.

b) Recursos restringidos para proyectos
nuevos

En el Instructivo MEF se señala que el
procedimiento para la determinación de los
nuevos proyectos de inversión, debe ser el re-
sultado de la siguiente operación:

Proyectos nuevos = asignación total para
inversiones � gastos por continuación de los
proyectos en ejecución (siempre y cuando el
análisis costo-beneficio lo amerite).

Este aspecto del Instructivo es clave y no
ha sidodebidamente entendidopor los repre-
sentantes de la sociedad civil ni por las auto-
ridades regionales. Es el dilema que ha gene-
rado la inclusión de grandes proyectos en el
Programa de Inversiones Regional. Es decir,
se utiliza el íntegro de las fuentes de financia-
miento para concluir con los grandes proyec-
tos, como sonprincipalmente las grandes irri-
gaciones, o después de un concienzudo aná-
lisis costo beneficio, se paralizan definitiva-
mente, porque lo que ahora se está haciendo
en la mayoría de los casos es asignarle re-
cursos sólo para el mantenimiento y no para
el avance de la obra, lo que absorbe recursos
de la región sin que existan plazos reales
para la conclusión y puesta en marcha de
tal inversión.

Tal como se ha indicado, la programa-
ción participativa del presupuesto se reali-
zó sobre la base de recursos muy escasos;
en particular, el margen de decisión para
acordar el inicio de proyectos nuevos den-
tro de estos techos presupuestales fue más
reducido aún.

El InstructivodelMEF, en elmismo senti-
do, orientó el proceso sobre todo en la discu-

sión y para llegar a acuerdos sobre el orden
de prioridad de los proyectos que se encuen-
tran en ejecución en las regiones, antes que a
favorecer la inclusión de nuevos proyectos,
debido a que estos últimos están sujetos a las
siguientes condiciones:

1. Sólo podían ser financiados con los recur-
sos que quedaran disponibles luego de
sustraer los siguientes rubros:

� Los montos necesarios para garantizar
el pago de remuneraciones, pensiones,
bienes y servicios básicos en el ámbito
regional.

� El gasto necesario paradarmantenimien-
to a la infraestructura ya existente.

� Los fondos requeridos para la conclusión
de los proyectos en ejecución, siempre y
cuando el análisis costo-beneficio así lo
sugiera.

2. Para ser incluidos en el proyecto de pre-
supuestodebíanserdeclaradosviablespor
el SistemaNacional de Inversión Pública
(SNIP), lo cual implica contar con el nivel
de perfil que supone haber realizado la
evaluación económica del proyecto, esta-
blecido la relación costo-beneficio y el
impacto ambiental, así como un análisis
de sensibilidad y sostenibilidadde éste.

El SNIP es una condición, en principio
razonable, sujeto a redimensionamiento, que
enfrentan las iniciativas participativas con
nuevosproyectos, pues la elaboracióndeper-
files requería (y requiere) el concurso de per-
sonas con adecuado conocimiento en la for-
mulación de proyectos y sobre las exigencias
del SNIP.

c) El filtro del SNIP y los proyectos en
proceso de viabilidad

La revisión de la información sobre los
talleres realizados en las regiones estudiadas
permite concluir que lamayoría de proyectos
priorizados no contaban con el nivel de perfil
de acuerdo con las normas del SNIP.
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La experiencia de algunos funcionarios
del Estado ha sido clave en adecuar los pro-
yectos a las normas técnicas requeridas por
el SNIP y en completar la información solici-
tada en las fichas técnicas de los proyectos.
La mayoría de ONG de las regiones pudo (y
puede) apoyar esta tarea en razón de la ca-
pacidad técnica acumulada, su conocimien-
to de la realidad socioeconómica de la región
y su experiencia en la formulación y ejecu-
ción de proyectos.

d) Información a destiempo de los techos
presupuestales

En el contexto de restricción de recursos,
el desconocimiento de los techos presupues-
tales asignados a cada regiónpor elMEFdes-
de el inicio de los talleres de programación
participativa, no ayudó a generar una expec-
tativa realista del proceso, acorde con las li-
mitaciones del presupuesto. La información
recién llegó en el mes de julio, cuando ya se
habían realizado los talleres y se había envia-
do el primer avance a la Dirección Nacional
de Presupuesto Público.

La entrega oportuna de la información
eramuy importante, dado que se trataba del
primer proceso convocado por las nuevas
autoridades regionales en el marco de la re-
forma descentralista y que los planes de de-
sarrollo que servíandebase contenían formu-
laciones muy amplias, idealistas y sin hori-
zontes temporales claros, todo lo cual favore-
cía el levantamiento de expectativas que en
muchos casos terminaron en frustración de
quienes creyeron que había mayor espacio
para incorporar nuevas demandas.

e) Criterios de priorización favorecieron
la fragmentación

El instructivo delMEF no define categó-
ricamente el alcance de los proyectos regio-
nales, lo cual trae por consiguiente una su-
perposición y confusión con los proyectos de
interés local. Pero en donde crea más confu-
sión porque se envían señales ambiguas, es
cuando señala los criterios sugeridos para la

priorización, como son: niveles de pobreza;
efecto en el empleo local; grupos vulnerables;
necesidades básicas insatisfechas; proporción
de la población de la jurisdicción que sirve;
entre otros.

No existe un criterio uniforme para prio-
rizar los proyectos. Sondistintos los enfoques
en cada región. De todos modos, es posible
encontrar una cierta tendencia, que sirve de
base a las priorizaciones, y en la que encon-
tramosuna tensión entre priorizar en función
de atender "carencias" para reducir la pobre-
za y priorizar para desarrollar "potencialida-
des" sistémicasdel territorio.Noexiste formu-
lación explícita al respecto, salvo la orienta-
ción dada por el MEF en que formula el pri-
mer aspecto, y que es indudable que ha in-
fluido en los planes, como lo muestra el Ins-
tructivo que incluye unamatriz de criterios y
puntajes para la priorización de los proyec-
tos de inversión.

Los criterios y puntajes para la prioriza-
ción de los proyectos establecidos en el Ins-
tructivodelMEF contribuyeron a la fragmen-
tación de la inversión, pues estuvieron dise-
ñados de tal forma que los proyectos locales
obtuvieran siempre mayor puntaje que los
proyectos de carácter productivo o los de ca-
rácter interprovincial. En este aspecto, el Ins-
tructivo favoreció la desarticulación de los
programasde inversión regional, conpreemi-
nencia de proyectos de impacto local.

Es necesario rectificar los criterios para
asentar en las potencialidades viables del de-
sarrollo regional la priorización de los pro-
yectos de inversión. Enprincipio no se puede
establecer una tabla de criterios y puntajes
independientementede losobjetivosyproyec-
tos estratégicos planteados en el plan de de-
sarrollo regional. En consecuencia, cada plan
debe crear supropia tabladepriorización, que
permita el logro de los objetivos ymetas defi-
nidas participativa y concertadamente.

Sin embargo, debieron diferenciarse cri-
terios para los niveles regional y local, de tal
manera de favorecer la priorización de pro-
yectos demenor tamaño, de carácter urbano
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y orientado a satisfacer necesidades básicas
insatisfechas en losprocesosdeprogramación
liderados por las municipalidades y definir
criterios que promovieran proyectos orienta-
dos principalmente bajo una lógica de desa-
rrollo económico para el nivel regional.

Un problema presente en la toma de de-
cisiones en el presupuesto participativo es la
falta de claridad respecto de las competen-
cias que corresponden a cadanivel de gobier-
no, aspecto en el cual el Instructivo del MEF
tampoco logra avanzar. En tanto no se den
pasos para su definición, los actores que par-
ticipanen losprocesosparticipativosdeberían
diferenciar los proyectos de carácter regional
de los de carácter local, sean éstos provincia-
les o distritales. En esamedida podrían llegar
al acuerdo de separar un porcentaje del pre-
supuesto para algunosproyectos de enverga-
dura regional, que favorecen al conjunto (por
ejemplo, carreteras regionales, puertos, apro-
vechamiento de los recursos hídricos) y evi-
tar así que lamayor parte de los recursos ter-
mine financiandopequeñas iniciativas desar-
ticuladas unas de otras.

4. La orientación de los proyectos
aprobados

a) Según la distribución sectorial

Ordenados losproyectos acordadosen los
talleresparticipativos, encontramos como ten-
dencia predominante en la distribución sec-
torial de los proyectos, la preponderancia de
proyectos de los sectores económicos (Agra-
rio, Energía, Industria, Pesca y Transporte),
en términos relativos están por encima del

50%, siendo las regiones de Arequipa (86%)
y Cusco (73%) las que asignan mayores re-
cursos a estos sectores.

La función Agraria es la primera en or-
den de importancia, especialmente en los de-
partamentos en donde se han transferido los
grandes proyectos, como es el caso de Are-
quipa, La Libertad y Piura. La función Trans-
porte es la segunda en orden de importancia;
en lamayoría de las regiones está por encima
del 15%, salvo en Piura (11%), lo cual corro-
bora la importancia que tiene este sector ante
la falta de comunicación vial en la mayoría
de departamentos.

En cuanto a los sectores sociales (Educa-
ción, Salud y Saneamiento), los proyectos
priorizados se pueden agrupar por el nivel
relativo que han asignado a estos sectores. El
primer grupo, conformado por San Martín
(43%) y Cajamarca (36%), ha asignado ma-
yores recursos especialmente a SaludySanea-
miento. El segundo grupo lo integran La Li-
bertad, Junín, Piura yHuancavelica, que han
orientado alrededor del 20%del presupuesto
a estas actividades. El tercer grupo, represen-
tado por Arequipa y Cusco, ha orientado
menos del 10% de sus recursos financieros a
los sectores sociales.

Finalmente, en algunas regiones como
Arequipa, Piura, Junín y SanMartín han pri-
vilegiado proyectos de infraestructura urba-
na, quepordefinición sonde responsabilidad
de los gobiernos locales, aunque enporcenta-
jesmenores al 6%. No obstante, están distra-
yendo recursos para los proyectos de carác-
ter regional.
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ORIENTACIÓNDE LOS PROYECTOS POR FUNCIONES* (%)

Fuente: Resultado de los Talleres Deliberativos.

Funciones La Libertad

Administración y Planeamiento

Agraria

Educación y Cultura

Energía y Recursos Minerales

Industria Comercio y Servicios

Pesca

Salud y Saneamiento

Transportes

Vivienda y Desarrollo Urbano

Otras

TOTAL

3,8

41,3

2,8

3,5

1,0

0,0

15,1

29,4

0,0

3,3

100,0

San Martín Junín Piura Huancavelica Cusco Arequipa Cajamarca

3,3

7,

6,7

10,6

2,7

3,1

35,5

27,2

2,5

1,0

100,0

8,2

42,6

12,3

0,6

0,0

0,0

14,1

11,2

5,9

5,1

100,0

4,0

41,7

4,0

3,5

6,4

0,9

17,1

19,0

0,0

3,2

100,0

4,4

16,2

17,9

4,6

4,3

0,0

4,3

39,0

4,1

5,1

100,0

11,7

48,8

2,6

0,4

5,5

0,7

2,2

17,1

0,0

11,0

100,0

0,4

68,4

2,0

1,1

2,4

0,1

6,9

15,1

1,8

1,6

100,0

0,3

16,1

4,3

9,3

0,2

0,0

32,3

37,1

0,0

0,3

100,0

* Para la elaboración de este cuadro no se contó con información presupuestal detallada de Ancash, Ucayali e Ica.
** Para la elaboración de este cuadro no se contó con información presupuestal detallada de Ancash, Ucayali, Ica

y Cusco.

b) Según el impacto regional

Una constatación general del análisis de
nuestroscasosregionaleses la tendenciaaapro-
bar proyectos relativamente pequeños, de ca-
rácter local y nodeproyectosmultiprovincia-
les, de impacto regional con una perspectiva
dedesarrollo del conjuntodel territorio.

En algunas regiones se optó por una ne-
gociación que resultó en una distribución del
presupuesto por provincias, lo cual generó el
efecto no deseado de distribuir los pocos re-
cursosdisponibles enpequeñosproyectos. En
los programas de inversión analizados se es-
tima que la inversión promedio por proyecto
fue alrededor de 600mil soles. Esta forma de

asignación de los recursos hará que las inver-
siones privilegiadas tenganmuypoco impac-
to regional.

En el cuadro que sigue se aprecia cómo
en lamayoría de regiones el grueso de las in-
versiones tiene carácter provincial, aunque
debe observarse esta denominación ya que
muchos de ellos son paquetes de proyectos
pequeños y localizados. El caso de distribu-
ciónprovincialmás saltante es el deCajamar-
ca donde el criterio "equitativo" fue total y no
hubo ningún proyecto multiprovincial. La
diferencia con las regiones de Arequipa, La
Libertad y Piura se debe principalmente a la
inclusiónde los proyectos de irrigación trans-
feridos por el INADE.

ORIENTACIÓNDE LOS PROYECTOS SEGÚN LOCALIZACIÓN**

Fuente: Resultado de los Talleres Deliberativos.
Elaboración propia.

Localización Arequipa

Multiprovincial

Provincial

Total

66,1%

33,9%

100,0%

Cajamarca Huancavelica Junín La Libertad Piura San Martín

0,0%

100,0%

100,0%

6,6%

57,2%

100,0%

48,0%

52,0%

100,0%

21,3%

78,7%

100,0%

42,8%

57,2%

100,0%

30,0%

70,0%

100,0%
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5. Respeto de la voluntad expresada en
los talleres

En cuanto al respeto a los acuerdos to-
mados en los talleres participativos y a la luz
de las regiones estudiadas se puede afirmar
que, en los casos en que se modificó la pro-
gramación de proyectos aprobada en los ta-
lleres, el cambio fue responsabilidad de los
respectivos gobiernos regionales, en particu-
lar de sus consejos regionales, y nodelMEFo
del Congreso de la República.

Cuando se compara la LeydePresupues-
to aprobada por el Congreso, el proyecto de
presupuesto remitidopor el Ejecutivo alCon-
gresoy el proyecto remitidopor los gobiernos
regionales a la Dirección Nacional de Presu-
puesto Público (DNPP), se constata que nin-
gunade estas instancias introdujo cambios en
las propuestas regionales. LaDNP sólo veri-
ficó que los montos del programa de inver-
siones no excedieran el techo presupuestal
asignado y que los proyectos contaran con la
declaratoria de viabilidad del SNIP. Los que
carecían de viabilidad fueron incluidos enun
paquete denominado "proyectos en proceso
de viabilidad".

Por lo tanto, las modificaciones estuvie-
ron a cargo de las instancias regionales de
gobierno, que hicieron uso de su capacidad
discrecional �tal como lo indica la ley� en la
aprobación de los programas de inversiones.
Esto les permite modificar la voluntad acor-
dada con los ciudadanos de sus jurisdiccio-
nes e incluir proyectos no contemplados en el
proceso.

En algunos casos se trata de cambios en
las orientaciones sectoriales de la inversión.
Mientras que el resultado de los talleres dio
mayorpesoa losproyectos agrarios, por ejem-
plo, la propuesta final presentada por el go-
bierno regionalmantuvo la orientación hacia
la construcción de infraestructura vial y so-
cial contenida en su propuesta original.

En otras regiones sólo se respetó un por-
centaje de los proyectos priorizados en los
talleres debido a que carecían del nivelmíni-
mo de perfil exigido por el MEF, lo que dio
lugar a que fueran incorporados en el paque-
te denominado "en proceso de viabilidad".

Como este porcentaje fue muy alto en algu-
nas regiones, los gobiernos regionales susti-
tuyeron algunosproyectos por otros que con-
taban con la declaratoria de viabilidad y que
tenían más interés para ellos. En estos casos
se aprecia una significativa reducción del
porcentaje de proyectos que inicialmente es-
tuvo en el paquete "en proceso de viabilidad"
que el total que aparece en la Ley Anual de
PresupuestoPúblico, en laque sepresentauna
relación con proyectos específicos.

Otromecanismoutilizadoporalgunosgo-
biernos regionales ha sido reducir losmontos
de los proyectos privilegiados en los talleres
para dar cabida a nuevos proyectos, sinmodi-
ficarel techopresupuestal asignadoa la región.

En términos generales y cuantitativos en
loscasosregionales, sóloseharespetadoel20%
de los proyectos privilegiados en los talleres
participativos, debido, principalmente, a la
carencia de viabilidad de muchos de los pro-
yectos. EnelProyectodePresupuesto, lospro-
yectos enprocesodeviabilidad representaban
el 82%delmonto total de la región,montoque
se reduce al 24% del total aprobado en la Ley
Anual dePresupuesto Público 2004, en la que
ya aparecenproyectos específicos.

El alto porcentaje de proyectos en proce-
so de viabilidad muestra las limitaciones de
los participantes de los talleres para la identi-
ficación, elaboración y priorización de pro-
yectos, así como para adecuarse a las exigen-
cias del SNIP.

Frente a la situación generada en varias
regiones en este campo, se recomiendaponer
enmarcha dos iniciativas:

� Establecer laobligatoriedaddepublicar en
mediosdecomunicaciónlocalyregional los
acuerdosdelos talleresdeliberativos, inclu-
yendo la relacióndeproyectos aprobados,
para conocimientode la comunidad.

� Hacer extensiva a losConsejerosRegiona-
les la disposición contenida en el artículo
79 de la Constitución, que anula la inicia-
tiva para crear o aumentar gastos públi-
cos de los representantes delCongresode
laRepública.
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V
ELNUEVO INSTRUCTIVOMEF

El instructivo Nº 002-2003 EF/76/76.01,
que orientó el planeamiento y presupuesto
participativo del 2003, si bien fue una pauta
para la organización y el cumplimientode los
objetivos del proceso, tuvomuchas limitacio-
nes de enfoque y en su planteamiento meto-
dológico. El nuevo Instructivo 001-2004/EF/
76.01 elaborado por el MEF, con el apoyo de
instituciones de la sociedad civil, la MCLCP
y el Consejo Nacional de Descentralización
(CND) para el proceso participativo del año
2004, ha avanzado corrigiendo parte de esas
limitaciones. A continuación queremos des-
tacar algunos de los cambios que el actual
Instructivo presenta en cuanto a susmejoras
así como los puntos críticos que aún seman-
tienen.

1. Cambios favorables

a) El involucramiento de la sociedad civil
y el sector privado

Un énfasis importante del Instructivo
2004, es el llamado a la sociedad civil y a las
entidades privadas para que se involucrenno
sólo participando en la elaboración del pre-
supuesto sino también comprometiendo re-
cursos humanos, físicos o financieros, para la
ejecución de los proyectos aprobados en el
proceso participativo y concertado.

El anterior Instructivo especificaba el ori-
gen del financiamiento de los gastos de los
gobiernos regionales y locales ymencionaba

la posibilidad de que organismos e institu-
ciones públicas o privadas promotoras del
desarrollo y las organizaciones sociales com-
prometan recursos para la ejecución de lo
priorizado.

El actual Instructivo expresa más clara-
mente la intención de hacer del presupuesto
participativo un proceso en el cual no sola-
mente se concierta sobre los recursos públi-
cos, sino también sobre todos aquellos recur-
sos que se invierten en la región o localidad y
que contribuyen al desarrollo.

b) La articulación interjurisdiccional

El Instructivo 2004, considera un capítu-
lo para explicitar la importancia de la articu-
lación de los proceso de los tres niveles de
gobierno. Plantea la importancia de una re-
troalimentación de la región a la provincia y
de la provincia al distrito, y viceversa, de tal
manera que los planes sean armónicos entre
sí. Con ello se incide en la necesaria coheren-
cia que debiera existir en la planificación te-
rritorial. Sólo de esamanera puede pensarse
en un territorio articulado en sus distintas
escalas de administración pública. Una espe-
cificación que se agrega, es la conveniencia
de realizar primero el trabajo de la visión y
los objetivos estratégicos en la región, luego
en la provincia y luego en los distritos a fin de
que cada nivel cuente con un enfoquemayor
al de su propia jurisdicción.
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c) La relación entre los planes
concertados y el plan institucional

Si bien ambos instructivos subrayan la
relación indesligable del Plan de Desarrollo
Concertado (PDC) y el Presupuesto Partici-
pativo, en el nuevo Instructivo se señala la
importancia de la relación de ambos instru-
mentos con el Plan Estratégico Institucional
y el Presupuesto Institucional de los Gobier-
nos Regionales y Locales. La importancia de
esta consideración tiene que ver con la nece-
saria coherencia entre los PDC de los instin-
tosnivelesdegobierno.Tambiénes importan-
te y necesaria la correspondencia de dicho
plan concertado con los planes instituciona-
les que los gobiernos regionales y losmunici-
pios elaboran para orientar su gestión.

d) La secuencia del proceso

La secuencia propuesta en el nuevo Ins-
tructivo ordena el tratamiento de los temas y
los objetivos demejormanera que el anterior.
Veamos algunos de los cambios ahora plan-
teados quemerecen ser resaltados:

Preparación

Se especifica una etapa en la que el presi-
dente regional o el alcalde preparan toda la
información pertinente para el proceso que
será entregada a los agentes participantes.
Esta información incluye, el avance de los
PDC, situación del Plan Institucional, un in-
forme sobre el nivel de ejecuciónde los acuer-
dos tomados en el proceso participativo del
año 2003, relación de proyectos ejecutados
por el gobierno regional o local y el detalle de
los recursos que el Gobierno regional o local
asignará a los resultados del proceso. Ahora
hay una mayor información que las autori-
dades deben presentar a los agentes partici-
pantes.

Identificación de los agentes participantes

El instructivo 2003 definía como agentes
participantes sólo a losmiembros de losCon-
sejos Regionales, los CCR y los CCL. Si bien
presentaba una primera limitación en la am-

plitud de su convocatoria, en la práctica la
figura de agentes participantes fue ampliada
a distintas organizaciones de sociedad civil.
El nuevo Instructivo amplía y especifica la fi-
gura de los agentes participantes. Un aporte
importante que se ha incluido para el año
2004 es la participación de los ciudadanos no
organizados.

Capacitación

El instructivo 2003 no consideraba una
etapa de capacitación dentro de la secuen-
cia. Suponía que los agentes participantes
llegan al proceso preparados para trabajar
el plan y la priorización de proyectos. El re-
sultado fue una participación desnivelada
donde algunos aprendíanmientras otros ya
tenían las herramientas para proponer y ne-
gociar.

El nuevo Instructivopretende superar esa
dificultad, considerando en la programación
un espacio para la capacitación de los agen-
tes participantes, a fin de que todos entren al
proceso en lasmismas condiciones

Talleres participativos

El Instructivo 2003 consideródos talleres.
El primero tenía como objetivo organizar el
proceso, trabajar la visión de plan, identifi-
car losproblemas, validar los criteriosdeprio-
rización y tenía comoproducto unprimer lis-
tado de priorizaciones. El trabajo en cuanto
a visión y diagnóstico sobre el cual realizar la
identificación de los problemas eramínimoy
no estaba orientado. En el Instructivo 2004 se
recomienda organizar un primer taller, en el
caso que la región o localidad no cuente con
un PDC o considere necesariomejorarlo.

También se han diseñado dos tipos de
talleres, que pueden ser varios en cada caso.
El primer taller es para trabajar el diagnosti-
co y la identificación de problemas. En el se-
gundo taller se trabajarán los criterios y la
priorización de los problemas identificados.
Cabe señalar que el Instructivo actual inclu-
yedefinicionesútiles para realizar el diagnós-
tico y elaborar la visión a manera de herra-
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mientas para el trabajo. Se ha ordenado me-
jor cada una de las partes que implica la ela-
boración del presupuesto, dando un espacio
mayor al trabajo de la visión y el diagnóstico.

Rendición de cuentas

El instructivo2003 señala laobligacióndel
gobierno regional o local de hacer públicos
los acuerdos tomados en el proceso y la nece-
saria actitud vigilante que debían tener los
ciudadanos para que se cumplan los acuer-
dos y se ejecuten las acciones. El nuevo Ins-
tructivo es más exigente con el gobierno re-
gional o local así como con la sociedad civil.

Se señala que el gobierno regional o local
debe informar públicamente sobre la ejecu-
ción del gasto público y los resultados logra-
dos en elmarco del proceso participativo. En
lo que se refiere al rol de la sociedad civil, se
propone la conformación de comités de vigi-
lancia para el control de los gobiernos regio-
nales y locales y sobre los acuerdos del proce-
so participativo.

2. Problemas aún no resueltos

A continuación queremos señalar algu-
nos puntos críticos que semantiene en el Ins-
tructivoMEF para el proceso del 2004:

a) CCR Y CCL

Ladefinicióndeagentesparticipantespone
en un mismo nivel a los CCR y CCL, instan-
cias del presupuesto participativo ante la ley,
con los otros agentes que como ciudadanos o
representantes de sus organizaciones partici-
pan en el proceso. Tal homologación puede
diluir el rol consultivo y coordinador de los
consejosde coordinaciónalponerlas almismo
nivel que al resto de agentes participantes.De
la misma manera, no se enfatiza su rol en la
formalización de acuerdos como la instancia
principal por donde debe pasar el plan y el
presupuesto para luego ser aprobado por el
Consejo Regional o Local, según sea el caso.
Estoscriteriosnocontribuyenal fortalecimiento
de losCCRy losCCLyhace difuso su impor-
tante rol en el proceso.

b) Los criterios de priorización

Se ha mantenido la misma matriz pro-
puesta en el Instructivo 2003. Los criterios que
ahí se recomiendan parten de un análisis de
las necesidades insatisfechas y no de las po-
tencialidades de la región o localidad, lo cual
puede permitir priorizar acciones de mayor
envergadura e impacto para el desarrollo te-
rritorial.

c) El trabajo de la visión anterior al
diagnóstico

Un problema que no se ha resuelto tiene
que ver con el trabajo de la visión y el diag-
nóstico. El Instructivo 2004 mantiene una
metodología para planificar el desarrollo que
comienza con la elaboración de la visión y
luego diagnostica. Esta, como se ha señala-
do, es una metodología errada porque pre-
tende imaginar como se quiere que sea la re-
gión o la localidad antes de conocer la reali-
dad en la que se vive.

Comentarios finales

A grandes rasgos, podemos ver que el
actual Instructivo MEF ha logrado superar
algunas de las limitaciones identificadas. En-
contramosmejoras de dos tipos. Por un lado,
el marco conceptual del proceso ha mejora-
do incluyendonuevos elementos pertinentes
para la participación y para concebir el desa-
rrollo departamental o local. Todavía hay li-
mitaciones para incorporar una mirada ma-
croregional, importante en elmarco de la ac-
tual descentralización. Por otro lado, la nue-
va secuencia propuesta abre posibilidades a
un trabajo conmayor profundidad ymás cla-
ridad.

Los instructivos son el principal referente
para la organización del proceso, sin embar-
go, facilitar la metodología y adecuarla a la
realidadde cada zona es imprescindible para
queelmecanismoseautilizadoyvaloradopor
todos los actores. De no ser así, esta y otras
formas de participación serán puestas a un
lado y no servirán para alcanzar el desarro-
llo que todos buscamos.
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VI
A MODO DE COLOFÓN

Construir un proyecto compartido de re-
gión ydefinir las prioridadesde inversióndel
siguiente año fiscal en función de dicha aspi-
ración, resulta un reto complejo que requiere
de condiciones y entornos institucionales que
en la gran mayoría de los casos no han sido
favorables.

La exigencia de obligatoriedad no fue
bien recibida por los gobiernos regionales, y
muchos de ellos no tuvieron claridad sobre la
importanciade loque estaba en juego. El tema
de la participación agudizó suspicacias y re-
sistencias. Los nuevos gobiernos subnaciona-
lesno fueronmuysensiblesni estuvieronmuy
convencidos, por diferentes razones, de los
objetivos y supuestos formalmente estableci-
dos en elmarco normativo descentralista.

El procesodeplaneamiento ypresupues-
to participativo implica un desafío que a la
vez es técnico y político. La construcción de
los planes de desarrollo y su consistencia con
ladefiniciónpresupuestal plantean importan-
tes exigencias de capacidades técnicas. Pero
también es necesario articular alianzas entre
actores para sustentar los acuerdos y las
apuestas de corto y largo plazo. Ello no ha
ocurrido salvo el arribo a acuerdos o arreglos
puntuales e instrumentales, que no garanti-
zan compromisos y consecuencia con lo acor-
dado ni con el procesomismo.

Los alcaldes provinciales se afirmaron en
el objetivode canalizar recursos para sus pro-
vincias. En esta escala regional negociaron y
presionaron, principalmente, proyectos por

obras locales que se encuentran fuera de una
visión de desarrollo regional. Acabaron ubi-
cados como los principales interlocutores en
la tomadedecisión final sobre el presupuesto
regional.

En la mayoría de casos, la participación
de losmunicipios provinciales en este ámbito
regional no fue antecedida por la realización
dedichoproceso en el ámbito bajo su respon-
sabilidad.Esta exigencia, si bien es fundamen-
tal para una elemental concatenación entre
las distintas escalas involucradas en este pro-
ceso, los vacíos y ambivalencias en este pri-
mer año contribuyeron a que ello por lo ge-
neral no se establezca.

Existen condiciones legales favorables y
una experiencia local acumulada que puede
jugar a favor de mejorar el desempeño de la
sociedad civil. Pero pasar del predominio de
las demandas básicas a propuestas de desa-
rrollo es un desafío de mediano y largo pla-
zo. La reacción de la sociedad civil ha sido
pasiva en los distintos escenarios regionales.
Cuando fue restrictiva no cuestionó, cuando
fue algo abierta no alcanzó protagonismo. La
fragmentación y debilidad todavía la carac-
teriza.

Por ahora, cuando se involucran las or-
ganizaciones sociales de base lo hacen para
colocar sus demandas puntuales y poder ca-
nalizar recursos públicos. En este proceso
participativo encontramosunpredominio de
institucionesdenotoria composiciónprofesio-
nal y con asentamiento urbano.No es que no
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sea importante el aporte de universidades,
colegios profesionales u ONG; lo es, y muy
significativo. Pero hay que ensanchar y arti-
cular mejor la base social de la propia repre-
sentación de la sociedad civil.

En este tema de representación también
encontramos serios problemas para revertir
la marcada fragmentación de la sociedad ci-
vil. El peso de laMCLCP y la ausencia de ex-
periencias autónomas de articulación institu-
cionalizadas y con agendas compartidas, de-
bilita su representación. Se debe encarar el
problemade la fragmentación de la sociedad
civil si se quiere garantizar la participación.
La oportunidad abierta a la participación re-
quiere de referentes autónomos y representa-
tivos de la sociedad civil.

Es necesario propiciar el fortalecimiento
e institucionalidad de las organizaciones de
la sociedad civil en este proceso a fin de pre-
parar su participación y sus propuestas. Los
dirigentes y representantes, en ese sentido,
deben dar cuenta de su actuación en estos
espacios.

Unproblemaquedebe señalarse también
es la imprecisión del propio concepto socie-
dad civil. Considerar parte de la misma no-
ción a organizaciones sociales de distintos ti-
pos, por el sentido de sus reivindicaciones y
la naturaleza de su organización, e institu-
ciones privadas tan diferentes como gremios
de empresarios, cámaras de comercio, cole-
gios profesionales yONG, a las que se suman
las universidades nacionales y privadas, no
ayuda a construir una representación que
incluyadichadiversidad. Sociedad civil se ha
vuelto una noción "cajón de sastre" que favo-
rece un statu quo que reproduce debilidad y
fragmentación.

Con todas sus limitaciones, el proceso de
elaboraciónde los planes ypresupuestos par-
ticipativos viene contribuyendo en procesos
de construcción ciudadana y en el estableci-
miento de nuevas relaciones con el Estado,
más propositivas e inclusivas, que son indis-
pensable para lograr el éxito de la reforma

descentralista en la redistribución del poder
en las regiones.

Este año se presenta crucial para el fun-
cionamiento del CCR. Hay un reto para los
representantesde la sociedad civil de inciden-
cia regional, respecto al cumplimiento del rol
consultivo y de coordinación con el que ha
sido concebida esta instancia. Es necesario
promover el fortalecimiento de la relación
entre representantes y representados, así
como revisar para fortalecer el rol de losCCR
y los CCL como parte de la estructura del
gobierno regional, o local. Esta representación
de la sociedad civil también puede y debería
avanzar en cohesionar y ampliar sus bases
de representación y legitimidad. Un buen
ejemplode esta posibilidad es la dePiura, con
suAsamblea de Electores al CCR.

La apuesta por ampliar y consolidar al
CCRpuede reducir elmanejodiscrecional que
realizaron algunos gobiernos regionales de
estas instancias, con el fin de alcanzar un sta-
tusmínimo que les permita calificar un pro-
ceso noparticipativo como formalmente par-
ticipativo.

El desafío técnico ypolítico de este proce-
so plantea el tema del fortalecimiento de ca-
pacidades de los distintos actores constitui-
dos comoagentes participantes. Este objetivo
deberá propender a establecer alianzas entre
distintos actores que sean amplias y plurales
para sumayor cobertura e impacto.

La importancia del reto técnico debe pro-
piciar unamayor convocatoria a aquellas ins-
tituciones públicas o privadas con esa capa-
cidad y experiencia como las universidades,
colegiosprofesionales,ONGynosólo concen-
trarla en el gobierno regional.

Los productos de este proceso son defici-
tarios. Hay problemas de incongruencia en
la construcción de los planes de desarrollo
aprobados en cuanto enfoque del desarrollo.
Las visiones del desarrollo regional aproba-
das nos indican una propensión normativa y
estereotipadadel desarrollo regional, conuna
heterogeneidad de horizontes temporales, y
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que carecen de consistencia entre las visiones
y los estimados de inversión aprobados.

El planeamiento ypresupuestoparticipa-
tivo son parte de unmismo proceso. El énfa-
sis que adquirió lopresupuestal, inclusoplan-
teado así en el Instructivo MEF, no ayudó a
un abordaje más de fondo del planeamiento
regional, comoun instrumento de apoyo a la
tomadedecisiones, que requiere de actores y
alianzas, de precisiones sobre los recursos y
las viabilidades, de secuencias temporales, de
un cursodeviabilidad financiera yde la iden-
tificación de responsabilidades y compromi-
sos de los actores sociales e institucionales in-
volucrados.

Hay que relevar la importancia del plan
y su necesaria concatenación con lo que se
prioriza en el presupuesto. Priorizar la inver-
siónde impacto regional yguardar correspon-
dencia con la inversión que les corresponde
definir a losmunicipios provinciales y distri-
tales de la región. Un factor que ha reforzado
el sesgo de la programación presupuestal ha-
cia el predominio localista y de la infraestruc-
tura, han sido los criterios de priorización
basados en las sugerencias del Instructivo
MEF. Igualmente, no resulta clara la delimi-
tación de los proyectos de impacto regional o

interprovincial respecto de los de carácter lo-
cal. Debieran establecerse criterios claros que
garanticen que no se municipalice el presu-
puesto regional.

Para que la experiencia trascienda a la
población se debendifundir los acuerdos y el
propio proceso. La sociedad civil está llama-
da a su difusión en sus entornos territoriales.
Losmedios de comunicación locales pueden
y deben jugar un rol clave en este propósito.

También quedapendiente el cómo se eje-
cuta y se ejerce vigilancia ciudadana sobre
lo aprobado para el presente año. La im-
plementación de los mecanismos de control
y vigilancia deben concretarse en el más
corto plazo para fiscalizar la ejecución de
lo acordado.

Complejos pero trascendentes son los de-
safíos que tienen los principales actores esta-
tales y sociales en las regiones del país. Cada
uno, en su papel y desde sus intereses, tiene
que reaccionar para no seguir haciendomás
de lomismo. Esta historia descentralista exi-
ge de sus principales protagonistas que crez-
can en convicción, articulación, instituciona-
lidad y eficacia. También en esperanza y con-
fianza en que un nuevo Perú es posible.


